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LA DOCTRINA SOBRE EL PODER DEL PRÍNCIPE 
EN EL DOCTOR JUAN GUTIÉRREZ · 

. SALUSTIANO DE OJOS 

RESUMEN: El doctor )W:O Gutiérrez fue uno de los juristas más relevan­
tes del tn0.1 italiílls cardfo en Castilla a fines del siglo XVI y comienzos del XVII. 
Aunque no fue muy innovador y en materia del poder del príncipe sigui6 las 
pautas usuales de su tiempo en defensa del orden social de privilegios. 

SUMMARY: The doctor Juan Gutiérrn was one of che most relevant ju­
rists of the late mos italiC111 in ·Castile at the end of the sixteenth cenrury and the 
begioning of the sevemeenth. However, he did not innovate too much, and in 
che matter of the prince's power, followed che main rules of chis rime in defense 
of the social privileged order. 

PALABRAS CLAVE: Soberano / Absoluto / Dere~ho de terceros. 

l. INTRODUCOÓN 

Dentro de la larga nómina de juristas que se desarrolla en la Corona de Casti­
lla entre fines del siglo XV y la primera mitad del siglo XVII, Juan Gutiérrez 
ocupa un lugar muy notable, tanto poc la amplitud de su obra como por la calidad 
de la misma, sin olvidar su "Valor práctico. Del prestigio que adquirió hablan las 
continuadas ediciones de sus libros, en España y fuera de ella, hasta bien entrado 
el siglo XVlll, en diversas ocasiones bajo la forma de obras completas. 

Civilista y canonista, dotado de una sólida formación académica, que tuvo 
luego ocasión de poner a prueba en sus tareas de abogado y consulente, sus pre­
ocupaciones se extienden a todos los campos del saber jurídico de su tiempo, de 
modo que podemos ver en las publicaciones de Juan Guciérrez un compendio de 
ciencia del derecho, dirigidas a teócicos y a prácticos, más a estos últimos. Por 
otro lado, la generosidad de sus citas, y en particular la mención de la casi toca-
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lidad de los juristas castellanos, entiéndase desde Moncalvo hasta el segundo de­
cenio del siglo XVII, hacen del doccor Gut iérrez un guía indispensable para el 
conocimiento de la jurisprudencia en los reinos de Castilla y León durante más 
de una centuria. 

No obstante, debemos asimismo decirlo de antemano, no es Guciérrez un 
jurista especialmente innovador, pues se inserta en el seno de la corriente ma­
yoritaria del pensamiento jurídico castellano, que es la del mos ita/icus tardío y 
la de la plena ortodoxia de la iglesia romana, entonces tridentina. Ello no sig­
nifica tampoco falta de personalidad, anees, por el contrario, en numerosísimas 
ocasiones se manifiesta el autor discrepante de otras opiniones de jurisconsul­
tos, por afamadas que fueran, razonando su propia postura. Una cosa no empece 
la otra. 

Por lo que se refiere a su doctrina sobre el poder del príncipe, nuestro cerna es­
pecífico de estudio, hemos de decir que no se enfrenta de forma expresa con la 
cuestión de la soberanía o el poder absoluco del monarca, ni en él encontramos un 
tratado más o menos monográfico sobre la potestad del rey o del papa, e incluso 
en ocasiones se muestra deliberadamente evasivo en sus pronunciamientos. Pero 
dicho esco, debemos señalar que el poder del príncipe está omnipresente en su 
obra, en todos sus escritos, a propósito de los más variados asuntos, aunque apa­
rece sobre todo en los relativos a dispensas, licencias, legitimaciones, beneficios, 
exenciones o privilegios, de decisiva incidencia en una sociedad como la señorial 
que venía caracterizada por la desigualdad anee el derecho de escamemos, corpora­
ciones y territorios. 

Los planteamientos de J uan Gutiérrez en torno al poder del príncipe se sitúan, 
como luego veremos, en los términos clásicos de qué puede y qué no puede hacer 
el príncipe, o de las relaciones entre potestad y voluntad, con predominio en su 
caso de los criterios limitativos, en defensa de los derechos adquiridos o de terce­
ros. La distinción de naturaleza entre derechos y la doctrina de la causa son p iezas 
claves en su argumentación al respecto, como lo venían siendo ya para la mayor 
parte de juristas. 

Adelantado el objeto, con algunos de sus caracteres más .llamativos, voy a alu­
dir al esquema expositivo del trabajo. Es bien simple, pues para una mejor com­
prensión del autor se comenzará por unas cuantas palabras sobre su biografía, a 
continuación haré referencia a la obra juríd ica, método y características de la 
misma, y ya eras esto me centraré en el análisis de su doctrina acerca del poder del 
príncipe. De inmediato vamos a relatar lo que se sabe de su vida. 

2. NOTAS BIOGRÁFICAS 

Todavía quedan muchas lagunas por cubrir acerca de la vida de J uan Gucié­
rrez, para comenzar no sabemos las fechas precisas de su nacimiento y de su 
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muerte, aunque ocros daros sí los conocemos mejor1• Nace en la ciudad de Plasen­
cia, al parecer entre 15 3 5 y 1540, en el seno de una familia perteneciente a la hi­
dalguía urbana y alü realiza estudios de G ramática y Humanidades2. De su patria 
nativa siempre se sintió muy orgulloso, en las portadas de sus obras y en las licen­
cias para imprimir aparece como abogado placenrino, y quizá por ello le dolió más 
la falca de comprensión hacia su obra de un conciudadano suyo, el también céle­
bre jurista Alonso de Azevedo, cuando él canco citaba3. 

Fue legista y canonista. Por lo que se refiere a su formación de civilista, pro­
funda y prolongada, la recibió en la Universidad de Salamanca durante los años de 
15 54 a 1566, llegando a graduarse en ella de bachiller y licenciado en Leyes eras 
seguir los cursos y exámenes de rigor4. Entre los maescros de la academia salman­
tina sintió g ran admiración por Antonio de Padilla y Meneses, a quien dedica uno 
de sus libros) y alaba en diversos momencos6. 

Menor cerceza tenemos respecto a los estudios de derecho canónico de Juan 
Guciérrez. Sabemos que fue bachiller, licenciado y doctor en cánones, pero no hay 
constancia de la Universidad donde se graduó y siguió los preceptivos cursos. 
Hasta es posible que simultaneara en la Universidad de Salamanca las enseñanazas 
de leyes y cánones pero que se g raduara en derecho canónico en otra Universidad, 
cosa nada infrecuente en su época, por los costes que acarreaba obtener los grados 
en Salamanca, principalmente el título de doctor' . 

Si estos fueron sus estudios y g rados, a semejanza de otros muchos que sobre­
salieron en el mundo del derecho, que también tuvieron La condición de civiliscas 

l. No he hecho ninguna invescigación de archivo sobre la vida del aucor, por lo que cuanro sobre 
ella d iga está basado en fuences impresas, en especial en el trabajo de ). García Sánchez: «Juan Guciérrez: 
J urisconsulto español del siglo XVI, intérprcce del derecho romano en materia financiera~, en /111 Comm11nt, 
XIV (1987), pp. 57-99. He de apunca1 cambi~n que continúa siendo muy útil, a pesar de sus errores, lo 
que sobre la vita ti 1rrip1is del autor escribiera Antonio Nassarre y Perriz como preliminar al primer volu­
men de la Opera Omnia. Civilia, Canon ira ti Crimina/ia, In XIV Tom1s comprehensa, D. Joannis Gucierre:t, 
). C. H ispe.ni, Ginebra (Colonia Allobroguum), 1731. En cambio, tiene menor inm~s N. Antonio, Bi­
bliotbtxa Hupana Nova, 1, Reimp., Turín, 1963, pp. 708-709, cuya biografía de Juan Guciérrez se incor­
pora igualmente en los preliminares del vol . 1 de las mencionadas obras complecas. 

2. García Sáncha, •J uan Guciérrcz• , pp. 58- 59. 
3. De Aievedo, conciudadano suyo, como le llama, se queja de que no le ci te a propósito de una 

cuestión, si los estatutos de una ciudad o vi lla necesitan confirma.ción regia. Puede verse en Prar1icar11m 
Q111U1tion11m Civi/i11m. S11per Libro Sato ti S1p1imq Stntntl.u PartiJ ti aliis legib11s prtadm1ib111 Libror11m, Nwae 
Co//tl(lionis Rtgis Hispaniae. Li/Jcr IV, Amberes, 1618, Quaescio 53, n. 1. 

4. Lo expone documencadamence Gascía Sánchez, •Juan Gucifrrcz•, pp. 60-73. 
5. A su maestro Anconjo de Padilla Meneses, presidente del Consejo de las Ordenes, con sus más 

enceodjdos elogios, como que sus méritos y vi rtudes eran conocidos no sólo en España sino en coda Eu­
ropa. le dedica Trarta/1111.-iparti1111. De iJ1ramtn10 confirmatorio, ti aliu in l11rt varii1 rtJolJ1tiontb111, Amberes. 
1618, pero con primera edición en Plasencia, 1 H3. 

6. Mtrito dixir dominus '"'us don llnron, argumenta para defender la tesis de la necesidad de entregar 
precio a cambio de la expropiación por el rey de un bien a alguno. En Rtpdititiones Stx 11 A//1ga1iont1 IJ1riJ, sivt 
Comi/ia P/11.-a, Amberes, 1618. En concreco, Repccicio Solemnis L Nemo pocesc, ff. de lcgacis primo, n. 73. 

7. Como hipótesis planee.a la cuestión García Sánchez, •Juan Guciérrez•, p. 59. 
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y canonistas, sí sorprende su carrera profesional, ya que se limitó a dos facetas: la 
de abogado en Plasencia y la de canónigo doctoral en la catedral de Ciudad Ro­
drigo. Ambos menesteres aparecen recogidos en portadas de sus obras y están su­
ficientemente contrastados. El oficio de la abogacía lo ejercería de forma estable 
desde 1566 basca 1577, año en que pasó a obtener por oposición la canongía doc­
toral civicacense, o mirobrigense, beneficio que desempeñaría hasta el fin de su 
vida~. 

la exccañeza viene dada porque no sisuió el cursm hont>rum habitual, ya que ni 
fue catedrático de ¡tlgu~ de las tres Universidades de mayor renombre: Salamanca, 
Valladolid y Alcalá, ni ocupó un cargQ en Audiencias y Consejos, al servicio del 
monarca, ni tampoco se vio proroocionado a un obispado. Si bien es verdad que no 
le falcaron valedores .para alcanzar un puesto de justicia o alguna prelacía, según 
revela la súplica .que en su favor eleva al papa en 1597 Martín de Salvatierra, 
obispo <Je Ciudad Rodrigo, ponderando las virtudes y ciencia jurídica de Juan Gu-
"cié~rcz9. Nuesuo autor, por su partÓ',"tambiéo hacía méritos con las dedicatorias de 
sus libros, dirisidas a prelados'º• presidentes de Consejosll, validos y otros altos 
disnacacios del rey•2, e incluso al propio monarcat3. 

En cualquier <;aso, el doctor Gutiérrez fue muy valorado como jurista, en su 
tiempo y después de su muerte, que hubo de acaecer hacia fines del segundo de­
cenio del siglo XVII, dado que por entonces deja de publicar14. Que en su tiempo 

8 . Garct. Sándwz. •Juan Gut~nn•, pp. 6o y 68. 
9 . Para la ci tada súplica, García Sinchcz, •Juan Guti~rrez•, pp. 68-69. 

10. A Pedro Puertocatttt0, obispo ck C6rdob., le dedica su libro Consilionn. 1ive rrspo11sontlfl w/11-
._ .,,.,., Ambern, 1618. A w vez, a Antonio de Idiaqua M.anriquc, obispo de Ciudad Rodrigo, le di­
rige otra obra: Prllllkanm Q1111ts1io- tiru Ltgcs RtgÍAI Hispa"úu S-,,J,,e Partil NOVM Coll«tiMiJ IUgiM, 
Tr4'1dl111 áe G11/xllis, Amberes, 1618. 

11. Si • i u maescro Antonio de Padilla Meneses, presidente del Consejo_ de las Ordenes. le dedica el 
TrtKllllllJ IÚ i11r-"'º <tmfi"11d/Mio, a Pablo de laguna, presidente del Consejo de Indias, le dirige en l )97 
oao de sus libros: C.-,,,iunt11 Q1111cs1ion1111J, 11triMsqM fari. "'"' exttrioris q1111"' inltl'Wris ,.,,¡_ Lil/lri IÚto, Am­
beres, 16 18. De modo semejante, Juan de Acuña, presidence del Consejo de Cascilla. sen objtto de 002 

dedicacoria, la hallamos en; Pr«tÍunn!I QMMStio"""' Civili11111- SllPW Libro SQClo á Stpti- StatNiM P11niJ á 

aliiJ ltgib11J pr~tibMS LibrwMM, Norw C#ltiaiais Rt«is HiJf"'•Í«, Amberes, 1618. 
12. A Francisco Gómez de Sandoval y Rojas, duq~ de Lerma. le dedica sus C1111oniUnt• tfllMtlitr 

"""' N1ri11.1q111 fon, ldtrr tXterioris ,,,,,.,,, intwi<wit a11ill'lllL Likr Tmi111. Q11i 101111 ci1'C4 sJ>OtlSlllu áe /U111ro á 11111-
triwwnia llt'r1a111r, Amberes, 1618. Dentro de la misma fam ilia, a Bernardo ck Rojas y Sandoval, cardenal 
de Toledo y del Consejo de Estado de Felipe UI, ie dirige otra obra: Traaa111J llWllJ. áe 1111Jis a atris tniu. 
n1m. e/u¡1a effi<io d obligatiOM T11lontlfl ti Clll'lllontlll, ipsqn""I"' mermú, Ambefts, 1618. POf otro lado, a Juan 
Gómez, del Consejo y Cámara ck Felipe 111, va dedicada la obra Pranit'4r11t11 Q11Mt1i- Civili11m s11per 
pri11111 pat1t f....tg11tn Ntn'M Coll«tio11ü RtgiM HiJpaniJU. Li'- ll/. IV á V, Amberes, 1618. 

13. AJ Fh1/1p11., 11 Rtgll1fl ""''"""'"' <111holint•. hispa11iar11111 d illlliant,,, i11 orit!llU á otriámu "-ituttr 
mn dedica una de sus obras: Prani<11l'11"' Q11aestio1111• <ivi/ix,,,, S11per q11i"'11a priorib11s libriJ Pri""" P11rtis Lt­
g11m NovM CJl«tiones Regiae HispaniM Li'- I ti 11, Ambttcs, 16 18. 

14. P6'tuma, en 1634, aparece en Salamanca su obra: Pr11Xis cri11tinalis rivilis ti ca11111i<11 in lilmlm ot­

tavum n<>11111 RtJfopiL11io11is Rtgúu, siw P,-llCtÍ{(Jl'lltn Q11t11i01111m Criminali11,,,. Poc esta circunscancia no pudo re­
cogerse en la edición de sus obras completas efectuada en Amberes en 1618, aunque sí se hau, poc su­
puesto, en rttopilaciones posteriores. 
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.fue muy apreciado lo podemos éomprobar por la citada suplicación de Martín de 
Salvatierra, obispo de Ciudad Rodrigo, en 1597 . . También es. otro testimonio la: 
aprobación que en 1616 lleva a cabo el Consejo Real respecto del libro tei:cero de. 
sus Canonicarum q11aestionum, en términos de g~n e.logio aLautor1 '. 

Pero de su fama· como jutiscolisufro son espléndid~ muestras sus dictámen~ 
en casos de gran trascendencia en que se requirió su opinión en 9erecho. Una de 
sus ·intervenciones se produjo en defensa de la condición originaria de noble2a de· 
l~ nacup.les del Señorío.de Vizcayá, en oposición a Juan García.de Saavedra, que. 
decía· qu~ .-era adquiridat6. De gran entidad a5imismo en una sociedad de privile: 
gio se ha de considerar la información, un dictamen suyo, que po'i encargo y apro- . 
baci6n de la Congregación ·de las ·Iglesias de los reinos de Castílla y León, e islas a . 
ell0$ adyacentes, se eleva al rey Felipe 11 y a su· Consejo en defensa de la inmuni­
dad de l<>S clérigos, de no ser obligados a pagar si5as ti otras contribuciones, o los 
millones concedidos por el reino, a no ser con. licencia del papa. A 'esta: Congrega­
ción acudió Gutiérrez en calidad de procurador de la Catedral de Ciudad Ro­
drigot 7. Pqr no hablar de otros casos importantes f!n los qµ~ intervino .como con­
suleote en cuestiones relativas a la noble28ts . 

. su prestigio .se mantuvo con posteriocidad a su mucne, para apreciarlo basca 
con atender a las alabanzas que le presta Nicolás Antonio, a .fines del siglo XVII, 
y más tarde, en el . .siglo XVIII, Blas· Antonio Nassarre y Ferriz 19. Aunque en tOdas 
las ediciones de .sus libros aparecen notidas·que ensalzan la alta calidad de jurista. 
de Juan Gutiérrez. 

15. Aprobando rl libro, sm.ala el Consejo cri sus hojas prdimin~ que es •muy docto y digno de 
auror ran conocido por sus grandes letras en estos Reynos, como estimado en los exrraños .. . Cito por C11-
mmií4Nlm Q111usti111111m, Lib. m. ya mencionado. 

16. u incervenci6n del jurisra placentino se produce a petici6n·del Señorío de Vizcaya, que lleg6 a 
quc:rclluw contra Juan García de Suvedra, fiscal a Ja sazón en la Chancilkría dr Valladolid, porque rn una 
obra suya sobre la nobleza de Espaila había escrito en perjuicio de la antigüedad y nobleza i:lel Señorío, ·SC'­

gún d«ía su procurador. El rey Felipe 11 y su Consejo Real aceptarían la tesis sostenida por el Señorío y 
defendida por Juan Gutifon, hasta rl punto de que en una provisión drl Consejo, fechada en 31 de Enero 
~ 159 1, se manda expurgar de la obra de Garda de Saavedn las rorrespoodientes páginas. Estas nocicias 
y su .dicramen, en forma de lrlldahll sobre la nobleza de Vi:r.a.ya, se encuentran recogidos en Prlldi'4rltm 

QllMStiotut•, Lib. 111 y IV, Quacst. 17. 
17. El dictamen está fechado en Madrid en 1591 y 1.o incluyó en Dt GahtlliJ, Quaestio 92, que am· 

püa con ooricias biográficas, así como del servicio de millooes, sobre el que llegaría aw:orizaci6n por Breve 
del papa Urbano-VD pan que contribuyeran los eclesiásticos mediante demminadas aisas. Con anteriori­
dad al libro se había publicado el dict~n eo forma exenta.' 

18. Me voy- a referir a un JOlo e.so, por no alargarnos, y es en punto a una cunri6n de gran tras­
crndencia para la ·nobleza, la legirimacióo por el papa de los hijos incestuosos con efectos suct30rios de ma­
yorazgo. Mú en concreto, la consulta a Gutiürn se produjo respecta a dos nobles sevillanos constituidos 
en segundo grado de consanguinidad, habidos los hijos c-on promeia de d ispensa papal del matrimonio, y 
fue resuelta por el papa ~n 1615, con dispensan r#ict del matrimonio. Dio motivo a un exhaustivo cra­
tamirnto docrrinal de la cuestión por parce del autor, como puede verse en C1111tmi'1lrü,,, Q111W1iem111r1, Lib. 
111, cap. 74. 

19. Mencionamos a estos autores ~n la nota l . 
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3. OBRA Y Ml!TODO 

3.1. Relación de la obra 

Abundante es la obra del doccor Guciérrez, escrita a lo largo de más de cua­
renta años e impresa repetidamente, también fuera de España, en lugares como 
Amberes, Venecia, Lyón, Frankfurc o Ginebra. Existen diversos trabajos donde se 
mencionan sus libros, aunque hoy por hoy todavía falca un estudio que recoja co­
das las ediciones del aucor, que en vida acostumbraba a someterlas a revisión20. Por 
fortuna comamos con diversas versiones de sus obras completas y siguiendo a una 
de ellas, La realizada en Amberes en 1619, vamos a hacer un simple elenco de la 
producción jurídica de Juan Gutiérrez, prescindiendo de denominaciones, fechas y 
lugares de las sucesivas ediciones, carea que sobrepasa el cometido de este artículo, 
que no debe ser ocro que la exposición de su doctrina sobre el poder del príncipe. 

Según se ha apuntado seguiré para esca relación la edición de su Opera Omnia 
efectuada con este nombre en Amberes en 1618, la cual está dividida en ocho vo­
lúmenes, acompañados codos ellos de generosos índices21 • En el primer volumen 
de Amberes se recogen sus Practicarum Questíonum ávílium. Super quinque priqribm 
libris Primae Partís Legum N011ae Collectionis Regiae Hispaniae. Liber I et II. In qrúhus 
centum octoginta duae Q11aestiones admodum utiles in praxi continentur. El segundo vo­
lumen, por su parce, con una mala distribución originaria de libros, contiene en 
primer lugar las Practícarum Q11aes1ion11m civilium. S11per prima parte Ltg11m N011ae Co­
llectionis Regiae Hispaníae. Liber III. N et V. In quibus d11ae post cen111m Q11at.Stíones ad­
modum utíles in praxi co111ine11111r, que no recoge el libro IV, pese a decirlo en la por-

20. Una rclací6n de sus obras se encuencra canco en Nicolás Anconio como en Bias Anconio de Nas­
sarre y Ferri2. La de ésre último es m~ decallada, pues cica varias ediciones de las obr~ complecas y 
ariende- con numerosas imperfecciones- a la fecha de aparición de cada una de las obras, según puede com­
probarse en el vol.1 de la Opwa Om11i11 edmada en Ginebra en 1731. Aunque deouo de preocupacioOt'S de 
ámbito madrileño, y dado que muchas de sus obras las edita Gucifrrez en Madrid, inceresa C. Pfrez Pas­
tor: Bibliografl11 Nu1drileiia o Desrripción tÚ las obraJ imJWtllls m M11drid (Sig/JJ XVI). Madrid, 1891; 81blio­
grll{Ú1 Madrtltila o DtsrriP<ión tÚ laJ obr111 improa1 m Madrid, P11rt1 Seg11nda ( 1601 111 1620), Madrid, 1906; 
Bibliograf/11 Madrileña o Deirripci6n tÚ lllJ obras impresas m Madrid, Parte Ttrnra (1621al1625), Madrid, 
L 907. Por lo mismo, pero ahora en relación con Salamanca, es de gr.m interés L. Ruiz Fidalgo, La imprenta 
m Salamanra (1501-1600), Madrid, 1994, en donde observumos que las dos primeras obras del autor: Rt­
pttition11m alltga1ion11""111t <ommmtariim1 y TranalltS tk i11ramtnto ronji""11ltono son del periodo placentino y 
llevan las fechas de 1570 y 1574 (vol. JI, pp. 683-684 y 774-775, respectivamentt'). También, y a pesar de 
las deficiencias, no deja de ser útil. sobre codo para las ediciones de fuera de España, A. Palau y Dulcer, 
/11an1111/ dtl Lilwtro Hisp#11011rnai<J1no, VJ, G-H, Barcelona, 1953. Igualmente, y pese asimismo a sus caren­
cias, puede consultarse una obra en ciernes: Catálogo rolt1t1ivo tk obrllJ impresas m 101 siglos XVI 111 XVIII, 
M.E.C., D.G.A.B., Sección 1, Siglo XVI, letra G, Madrid, 1974. En fin, no podemos olvidar las referen­
cias del único esrudioso de la obra del auror: García Sánchc2, «Juan Gutiérrez•, pp. 74-77. 

21. A pesar de lo dicho, cambién urilizamos la edición de sus Oper11 Omnia de Ginebra, 1731, aun­
que sólo su vol. 1, por los preliminares, así como el vol. VI , el úlcimo, en razón de su magnífico índice ge· 
ncral de materias. 
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rada, y luego en el cuerpo del texto se engloba como un todo el libro III-IV, que 
en realidad es el III. En segundo lugar incluye Practicar111n Quaestionum Civilium. 
Super Libro Sexto et Septimo Secundae Partís et aliis legib11s praecedentibus Librorum, No­
vae Collectionis Regiae Hispaniae. Liber N. In quibus LXXIII Quaestiones admodttm uti­
les in praxi continentur, que ahora sí es el libro IV. 

En el tercer volumen encontramos esce equívoco rótulo: Canonicarum Questio­
num, utriusque fori, tam exterioris quam interioris animae. Libri duo. Cum eiusdem Repeti­
tionum, Allegationttm, et Consilior11m. Volumine Uno. In q11ib11s m11/tae q11aestiones in praxi 
admodum utiles continentur. Equívoco porque sólo se hallan en este volumen los dos 
primeros libros de sus cuestiones canónicas y no las repeticiones, alegaciones y con­
sultas. Las cuestiones canónicas t ienen su continuación en el volumen cuarto, que 
es más monográfico: Canonicarum Q11estion11m 11triusque fori, tam exterioris quam inte­
rioriJ animae. Liber Tertius. Qtli totus circa sponsalia de futuro et matrimonia versatur22. 

El quinto volumen, misceláneo, se cicula: Repetitiones Sex, et A/tegationes lllris, 
sive Consilia plura, a lo que se añaden escas palabras, signo de su reelaboración y re­
edición: post secundam editionem hispanicam iam prima in Germania edita, recognita et 
auctore reddita, que no son Las únicas precisiones, pues se recogen otras: Omnium iu­
riJ cons11/tor11m, tam Theoricorum quam Practicorum commodo, et bomno prostant23. El vo­
lumen sexro es un tratado: Tractatus tripartitus. De iuramento confirmatorio, et aliis in 
Jure variis resolutionibus24. También contiene un tratado el séptimo: Practicarum 
Quaestionum circa Leges Regias Hispaniae Secundae Partís Novae Co/tectionis Regiae. 
Tractatus de Gabe//is25. Por fin, el octavo es un nuevo tratado: Tractat11s nov11s. De 
Tute/is et Curis minorum, deque officio et obligatione Tutor11m et Curatorum, ipsor11mq11e 
mercede26. Al margen de la edición de Amberes de 1618 sólo quedó una obra pós­
tuma: Praxis Crimina/is Civilis et Canonica in Libr11m octavum novae Recopilationis Re­
giae, sive, Practicarum Quaestionum Criminatium, Tra.ctatio nova. Omnibus iurisconsultis 
t11m in Scholis versan ti bus apprime utilis et nece.ssaria27. 

22. Tan monográfico es que la paginación viene encabezada por esre r6culo: Tractt:ttus ~matrimonio. 

23. Pero campoco son las únicas adven:encias que debemos hacer en relación con este volumen, ya 
que aparece como obr:a separ:ada, no obstante el cículo incial, su Consiliorum si11t rtsponsorurn volumen unu111, 
con esca adición: In quo mu!tt:tt, aequat gravissimae Quae.rriones in praxi pasim obviat, non accurate min11s, q11am 
solide disso/v11ntur. Onmia nunc demo hoc postrema editione recognita. necnon imegris d11odecim ComiliiJ loc11ple1ata. 
La edición separada está justificada, porque originariamente eran dos libros distintos. 

24. A. lo que sigue esca leyenda: Universam mattriam, satis amplam 11 difmsan quidam, nunquam tamm 
ita rongt.rtam, arta quadam mt1hodo, miro ordim rontexem. Omnibus iurisronsultis, tum in foro. tum in Scholis Vtr­

J4ntihUJ apprinu uti/is ti neassariUJ. 
25. A. lo que sigue la conocida recomendación: Universam mattriam, satis amp/am ti diffUJam quidnn, 

nunq11am lamm ita (Qngestam. certa quaáam ffUtho<ÍfJ, miro ordint (()JlftxnlJ. Omnibus lurisronsultiJ, tum in foro, lum 
in Scholis VtrSantibus appriTM urilis ti m«tsarius. 

26. Que no deja de recoger tampoco la consabida coletilla: Universam materiam, satis amp/am ti dif­
fUJam quidnn, num¡uam tamm ita ronge.rtam. Omnibus lurisconsultis, tum in foro. tum in Srholis versantibus apprin~ 
urili1 ti neassarius. 

27. En esca ocasión seguiré la edición de Lyón de 1660. 
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3.2. MIJ<Jáq y características de su obra 

No es Juan Guciérrez un aucor muy preocupado por el método, como no lo era 
la inmensa mayoría de los juriscas cascellanos coetáneos. Encontrar en la Corona de 
Castilla de su ciempo un jurisconsulto que haga expresas y detenidas profesion~ 
de fe de cacáccer metológico no es moneda usual y Guciérrez no se encuenu:a entre 
las excepcionesl28. Aunque algún pronunciamiento sí hizo, en sencido conservador, 
de preferir el orden a la novedad, ya que en su opinión es más difícil la ordenación 
que la invención. En este mismo orden de cosas criticará con durez.a a los que él 
denomina modernos sutiles, que buscando cosas nuevas e inauditas se dejan llevar 
con frecuencia por la agudeza de ingenio y se deslizan fácilmente en el error. Pre­
fieren la brillantez ~ la solidez, insisce, hasta el punto de que consideran como 
mágníficos y singulares a los que con este género de sutileza se alejan profunda­
mente de la verdad. Es cal su fantasía, sentencia, que codo lo quieren revolver y 
tanto lo quieren sucílizar que a sí mismos no se encienden29. 

Otro indicio de la escasa voluntad innovadora del placentino nos lo propor­
ciona el análisis de los géneros literarios empleados en su amplia obca. Si recorda­
mos los títulos convendremos en que los géneros de literacura jurídka utilizados 
por Juan Guciérrcz estaban ya más que consolidados, herederos de la g losa y el co­
mentario, así como de la canonística clásica, y seguidos con fidelidad por los ju­
ristas del mos italicus tardío. En efecto, en las obras de Juan Guciérrcz sobresalen 
las qUMStio11es y los tractatus, pero no dejan de aparecer las repetitiowes, las Jkgatio­
wes y los consi/i4. 

u finalidad práctica es otra de las nous que caracterizan la obra del autor, 
como butn representante del mos ilalictts tardío. Los propios géneros literarios ya lo 
revelan30. Las allegationes y los co11Jili4 son cipicos exponentes de la actividad fo­
rense y no podemos olvidar la profesión de abogado de Gutiérrcz en Plasenc~ 
como también debemos recordar su posterior oficio de coosulente, ya can6nigo de 
Ciudad Rodrigo, momento en que emite numerosos informes y dictámenes a pro­
pucsu de parte interesada. 

Las qll4estiones no obedecen a preocupaciones muy distintas, ya que en ellas se 
discuten asuntos, negocios o problemas surgidos en la práctica diaria, mediando 

28. Quico sí se enf~ca de funna directa con el método fue un coetáneo suyo, Gttgorio L6prz Ma­
dera, en Íllvor de pcl'lUl'aS rrnovadoras, aunque luego se quede m una vía media e~ d - illJiau y d 
humanismo. A ace aucor le he dedicado un pequeño atudio: •U doctrina sobre el poder del ptincipe m 
Grrgorio Lópcz Madera•, a aparecer en H-je ,J Prfl/t1iw F.-llMiS<'O TMllÚ y V,Jiatú, AHDE, 67 (1997). 

29. C•#(}"ic'r11., Q11«11i ..... Libri D1111, en su ¡wcliminar A.ti /Kt.,_. 
3-0. Y las autoridades del momento alaban tlll actirud, según se ~ja en aprob.ciones de su obra .. 

En panicular, y respecto de sus Ca~_..,,,, Q111UJtio,,11m. Lib. 111, en la aprobación dd obispo de Ciudad 
Rodrigo se dice que •por ser materia qw: canto se pcact ica será de mucha utilidad y provecho•. El Con­
sejo Real , por su parce, en la aprobación de la m isma obra. tras ponderar lo admirable de la muma, la ca­
lifica de necesaria para los t ribunales cclcsiúcic~. 
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posiciones contradictorias en corno a los mismos, por una de las cuales debe comar 
partido en derecho el jurisperito, de acuerdo con la dialéctica escolástica31. E in­
cluso los tractatus tienen vocación práctica, en buena medida están destinados a 
ilustrar a jueces y abogados sobre una materia determinada, que tiene su origen en 
casos concretos, en no pocos de los cuales Gutiérrez ha intervenido como abogado 
o consulente. En fin, que en la obra del autor está muy presente una orientación 
práctica se constata por los propios títulos de sus libros, varios de ellos rotulados 
practicarum quaestionum, además de los subtítulos de casi todos, donde se advierte 
cuán útiles son para la práctica. Y si de las portadas de los escritos pasamos a su 
interior, comprobaremos las frecuentes alusiones del autor a lo que acontecía en las 
Chancillerías, los Consejos, la Curia o la Roca Romana, cuyas sentencias y decisio­
nes son objeto de comentario32. 

Su método, en consecuencia, era inductivo y casuístico, a partir de supuestos 
de la práctica, aun en los tractat111. Esto es propio de la corriente doctrinal donde 
él se inscribe, como propio del mo1 italicus tardío era el recurso escolástico a las ci­
tas de autoridad y a la communis opinio en el curso de las argumentaciones. Los li­
bros de Juan Gutiérrez son en este punto extraordinariamente generosos, pues en 
ellos encontramos referencias a multitud de juristas, castellanos y foráneos, casi 
siempre de cultivadores del mo1 italicus, como también es ordinaria la alusión a la 
común opinión33. 

La ortodoxia católica de su doctrina, entonces conforme a Trenca, es otra ca­
racterística de su obra, común, por lo demás, a los juristas de su entorno, lejos de 
cualquier veleidad o disputa en este ámbito, lo que de por sí ya podía coartar pre­
tensiones novedosas. El sometimiento a la autoridad de la iglesia aparece en explí­
citas confesiones suyas34, por si no fueran suficientes las aprobaciones de sus libros 

31. El propio Juan Guriérrez cree conveniente justificar en las Ca11011icar11m Q11amion11m.Li/Jri duo, 
en su advertencia Ad ltctorem, su preferencia por las q11at.1tifJnt1, género que había utili:iado en las Practica­
rum Q11aation11m Ci11ili11m después de los primeros comentarios sobre rtpetitionu, a/Jegationu y consilia. En 
síntesis podemos decir que a él le convence el estilo de la disputación, de exponer en controversia lo ver­
dadero y lo falso, porque disputando se encuentra más fácilmente la verdad, al tiempo que tambíen con 
mayor facilidad se pone al descubierto el talento del escritor, dado que del sabio es ordenar y no proceder 
desordenada y confusamenre. 

32. Tam importantes se juzgaban sus comentarios a la decisiones de la Rora Romana que, en la edi­
ción de sus obras completas efectuada en Ginebra en 1731, en su como XV, vol. VI, se publican unas Sa­
crat Romanae DedsiontJ novúsimat tt rtctntisJimat. Nullo in alío Libro 11sq11t nun imprtsSllt, relativas a supuestos 
del sig lo XVIII, aunque los comenrarios se mantuvieran dentro del espíritu doctrinal de Juan Gutiérrez. 

33. Aunque el autor muestra su preferencia en algun momenro por unos juriscas determinados. Me 
refiero a su mencionada advertencia lid l«tortm, de sus Canonicarum Q11aution11m. Libri 0110, donde pone 
como ejemplos del estilo de disputa que propugna, por una parre a Accursio, el Specularor, Juan Andrés, 
Bártolo, Angelo, Jas6n y Felines, y de otra- de nuestros cohispanos, según dice- a Rodrigo Suárez, Grego­
rio López, Covarrubias, Antonio Gómez, Pedro Peralta, Amonio de Padilla y Luis de Malina. 

34 . Salvo censura de la Sanca Madre Iglesia, y de la Sede Apostólica, a la que en codo me sujeto, o 
no obstante esto, y salvada la censura y corrección de la Iglesia, a la que me somero, son frases que encon­
t ramos, por ejemplo, en sus Cantmicarum Q11aestion11m, Lib. 111, cap. 74, núm. 10, 19 y 32. 
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por parce de los censores, siempre en términos muy favorables a la incegridad de 
su doccrina35. 

O ero daco de encidad para conocer el alcance y caracteres de la obra de Juan 
Guciérrez es su ámbito espacial, que es el de los reinos de Castilla y León, o Co­
rona de Castilla. A pesar de ser un jurísta, y bastante relevante por cierto, del ius 
commune europeo, sus preocupaciones se centran en los problemas jurídicos que 
acontecen en este territorio y a ellos pretende dar respuesta. Este parcjcularismo, 
la atención a los i11ra propria, no es al fin y al cabo más que uno de los rasgos que 
distinguen a muchos de los juristas del mos italicus tardío. 

No será de admirar entonces que Juan Gutiérrez, como su pajsano Azevedo, se 
encuentre entre los principales comencaristas de la Nueva Recopilación de Casti­
lla; sus cuestiones civiles giran en torno a la misma36. Aunque quizá pueda sor­
prender en un mundo jurisprudencia! la importancia que ocorga el autor a la ley 
como fuente del derecho: cuando la ley lo dice no hay que dudar más, no cabe in­
terpretación, apunta en alguna ocasión37 . Más aún, siguiendo la línea apuncada, de 
importancia de la ley y de ámbito propio, el canónigo mirobrigense se pronuncia 
con reiteración por la primacía del derecho del reino, al que llama común, frente 
al derecho civil de los romanos, que en codo caso también sería postergado en el 
reino en favor del derecho canónico. El derecho romano sólo tendría valor como de­
recho de sabios, en cuanco se aprehende por la razón38. Con ello no haría sino con-

35. Por recurrir de nuevo a sus Ca11011icar11111 Questiommi, Lib. III, véanse las aprobaciones que de la 
obra hacen en 1616 el obispo de Ciudad Rodrigo y el Consejo Real, y en particular los juicios de éscos so­
bre la adecuación de la obra a la Fe, los Sagrados Cánones y la doccrina moral. Pero lo mismo sucede en las 
edjciones de sus obras complecas, en Amberes, Lyón o Ginebra. 

36. Y su Tractat11s nov11s. De t11telis et mris minor11111, según el mismo <lice en una advertencia al lec­
cor, versa sobre las leyes regias del cit. 16 de la Parrida 6. 

37. Pra<ticarum Quaes1ion11m, Lib. 1, Quaesc. 88, n.1. Pero de forma semejanre: Cuando cenemos de­
cerminación del escaruco no se ha de investigar más allá , o es inane la disputación cu.ando cenemos decer­
minación del estacuto, según se recoge en Prar1icar11m Q11aestio1111111, Lib. 111 .ec IV, Quaest. 17, n. 40. 

38. He aquí algunos de estos pronunciamientos: El derecho regio es común en escos reinos, de 
donde falcando el derecho canónico en el foro eclesiástico se ha de acudir al derecho regio, puesto que es 
derecho común en esros reinos, y no el derecho civil de los romanos, con citas concordames de Palacios Ru­
bios, Salredo, Diego Pérez y Marcínez de Olano (Practirar11m Q11aestionum, Lib. IV, Quaesc. 29, n.3); Fal­
cando el derecho regio, que es común en escos reinos, se ha de acudir más bien al derecho canónico que a l 
civil de los emperadores o de los jurisconsultos. Palacios Rubios lo prueba porque el derecho canónico es 
inherence al derecho divino, pero el derecho de los emperadores no está vigence en codos los lugares, y prin­
cipalmente en la Corre regia, donde el derecho civil no se alega como autoridad sino sólo como razón, y 
prueba que faltando el derecho común las leyes no rechazan imicar a los sagrados cánones (Practicar11m Q11a­
estion11m, Lib. IV, Quaesc. 67, n. 3); En España las leyes de los emperadores romanos no cienen fuerza de 
leyes, a no ser en cuanto se apoyan en la razón nacural (Ca11onicar11m Q1111estio11um, Lib. HI, cap. 108, núm. 
11-12); Falcando el derecho canónico se ha de recurrir a1 derecho común c.ivil, y en nuestro reinos al de­
recho regio, que es derecho común enrre nosotros, no sin embargo a l derecho civil antiguo de los romanos; 
aquel derecho regio cota!meme en las decisiones de las causas falcando el derecho canónico se ha de obser­
var, como bien prueba Diego Pérez (Canoni(l:lrum Q11aation11m, Lib. IU, cap. 9L, n. 17); Falcando el dere­
cho regio se ha de acudir más bien al derecho canónico que al imperial. Los derechos recopilados por los 
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tinuar la postura mantenida por diversos juristas castellanos, comenzando por Pa­
lacios Rubios, aunque tal posición escaba lejos de ser unánime39, aparte del valor 

en sí de los dichos de sabios, de los aforismos y sentencias, que con valor de cópi­
cos o de axiomas consticuían un elemento fundamental en la argumentación esco­

lástica y desde luego fue un recurso muy utilizado por Guciérrez. 
Las características descritas, más bien restrictivas, no son sin embargo sinóni­

mas de falta de originalidad y calidad intelectual. Cometeríamos un grave error si 
así pensásemos. Juan Gut iérrez tiene una notoria personalidad y es capaz de soste­
ner sus tesis frente a los juristas más afamados, se llamen éstos Martín de Azpil­
cueta, Decio, Covarrubias o Menochio4o. Esto sucede a pesar de alguna declaración 
de humildad, que podemos considerar como coherente táctica de estudioso, sabe­
dor de que sus escritos serían sometidos a crítica ciéncifica, e incluso política, si 
atañían al poder del príncipe4 •. Otros testimonios lo confirman42. 

Por otra parce, la finalidad práctica de sus escritos no está reñida con la cali­
dad y el rigor en el tratamiento de los problemas. Su argumentación es poderosa, 
domina muy bien las cécoicas de la lógica escoláscica y es un jurista muy culto, cita 
con la misma solvencia a civilistas y a canonistas, a españoles y a foráneos. Al mar­
gen de que si sus obras están destinadas a ser úciles para el mundo del foro, no por 
eso dejan de ser recomendadas para los estudiosos, para los teóricos y escolares, se-

emperadores romanos no se coosideNn entre nosotros como derechos sino como dichos de sabios, pero pue­
den aleg~ y seguirse en juicio en cuanto se aprehenden por la ru.ón y confirman el derecho regio ( De 
i1mrmm10 mifinnatwio, P•m 1, cap. 73, n. 2 y Pan. 3, cap. 14, n . 5 y cap. 17. n. 8). 

39. El propio J uan Guci~rrez se hace eco en algún pasaje de ocras accicudcs más maciudas, te6ricas 
y prácticas. En efecto, si es verdad que el aucor d ice que en España las leyes de los emperadores romanos 
no esrán vigentes, a no ser en cuanto reflejan la razón nacural, luego señala que de o rdinario no cienen 
fueria de leyes. Más aún, advierte que ese enunciado general fallaría desde el momento en que por cos­
cumbre de este reino eran recibidas como leyes, según ocurrfa cada día en la práctica en los tribunales re­
gios, en los cuales se alegaban como leyes y los jueces dictaban sentencia conforme a ellas c~ndo expresa­
mente decidi:fo un caso y no había derecho regio en contrario, por lo que no corregían el derecho regio. De 
ello ampliamente trataban, concluye, Burgos ck Paz, Pinel, Cifuences, Antonio Góma, Molina el ce61ogo, 
Tomás Sánchez y Diego Pérez. Esce pasaje lo contemplamos en Canonirar111tr Quamionxm, Lib. 111, cap. 108, 
núm. 11y12. 

40. Como ocurre en Canonirar11m Q11aes1ion11m, Lib. 11, cap. 15, núm. 49-50. 
4 1. He aquí el inicio del cexco, en su l iceralidad latina: Ego proftno minim111 srripuwum sub «nsura me­

li11J ar r-«1i111 m 11itnti11m. mm vidtam difflrilim11m i11dirart, qua/is /11tm in1t111io Prinripis in gratia ab to ronassa. 
Era una materia verdaderamente de entidad, según confiesa también : HaK 11n11. qllAt in 111bsta111ia pro 111ra­
q11at partt in bar dif/id/1 ti sumnu nt«rJaria Ca11onira Q11aettiont srripta invtnio. Y no exageraba la importan­
cia del asunto, he aquí su enunciado: Dt falsitalt, 111/mptiom ti obrrptiont r1111.s11tt jiMliJ a impulsfrat in prni­
bm Prinripi /a<lis rommisa du¡ut vtritau in tisdmr tarita. Puede verse en Canonirarum Q11au1ion11m, Lib. 11, cap. 
1 5, enunciado y o. 4 1. 

42. VéaR si no como él mismo aprecia su obra, según observamos en la advertencia al leccor de 
su Tracta/111 nov11s. De 11111/is tt <11ril minor11m. En ella cuenca la motivación del escrito, lo ha llevado a 
cabo porque se lo ha pedido una persona muy amiga, así como el trabajo que le ha conado, más de 
cinco años, pero cambién su valor profesional: lo considera muy útil para codos los esrudiosos y peri­
cos de derecho. 
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gún se dice en las mismas porradas de los libros43 y según también afirma el pro­
pio autor44. El casuismo y el mécodo inductivo, típicos del mos italícUI, no le im­
piden hacer formulaciones doctrinales y recrearse en el análisis de las distintas po­
siciones, en realidad en cada cuestión que se plantea. 

Además, ese sentido práctico, esa atención a los casos debatidos en los tribu­
nales, no significa tampoco alejamiento de las fuentes clásicas del derecho. J uan 
Guciérrez había gozado de una solvente formación académica en Salamanca, y en 
esca Universidad, como método de estudio, se utilizaban directamente las fuentes, 
de la compilación de J ustiniano y de la canoníscica clásica, además de las leyes re­
gias. Del conocimiento de estas fuentes dan testimonio todos sus libros, y parti­
cularmente las Repetitiones, género escolástico que se desarrollaba tomando como 
cabecera de la repetitio una ley romana o un texto canónico, en torno a los cuales gi­
raba el comentario del aucor. 

En fin, y para acabar estos apuntes sobre los caracteres de la obra del doctor 
Gutiérrez, cabe preguntarse por la influencia del humanismo jurídico en él. En mi 
opinión, no es muy grande, a pesar de que cite a Akiato, Charles du Moulin, Arias 
Pinel, o Covarrubias, y pese también a la directa utilización de las fuentes clásicas 
del derecho. Sus preocupaciones no son de orden filológico, histórico o de método, 
sino que, de modo distinto, están volcadas fundamentalmente hacia la práctica45. 
Las características reseñadas con anterioridad inclinan a considerar al canónigo de 
Ciudad Rodrigo como un buen exponente del mos italicus tardío, a semejanza de 
otros muchos que habían estudiado en las Facultades de Leyes y Cánones de la Uni­
versidad de Salamanca, donde ciertamente no habían dejado de conocerse las ten­
dencias humanistas46. 

4. SU DOCTRINA SOBRE EL PODER DEL PRÍNCIPE 

4. 1. Entre voluntad y potestad 

Juan Gutiérrez no se plantea de forma explícita el estudio del poder del prín­
cipe, en él no encontramos un tratado sobre su naturaleza y alcance, y ni aun si-

43. Remíto al leccor a la relací6n que anres hicímos de sus obras, y en pa.rtícular a (05 subtítulos de 
sus Rtptti1iones ti A.lltga1i~nes, así como de su Praxis Crimi11t1/i1. 

44. En concreco, en la advertencia a1 lector de su Tractalm tÚ 1111JiJ ti '14rÍJ minonnn, mencíonada en 
nora 42. 

45. Que escas no sean las preocupaciones que priman en Guríérrez no quiere decir que en algún m<>­
menco el aucor no recurra a la historia para confirmar sus tesis, como sucede en su Dt GabtlliJ, Quaest. 2, 
núm. 4-11, o que no haga cierras referencias de orden metodológico, como descubrimos en algunas adver­
tencias Ad lectorem. 

46. Más cercano a1 humanismo jur(dico sitúa García Sánchez al canónigo mirobrigense: •Juan Gu­
tiérrez,., pp. 83-99. 
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quiera descubrimos en sus libros una cuestión o capítulo cuyo rótulo esté desti­
nado a exponer deliberadamente su opinión acerca de la soberanía y el poder abso­
luto del príncipe, entendiendo por príncipe el emperador, el papa o el rey. Eso no 
significa, como ya anticipamos en la introducción, que el placentino no aborde el 
poder del príncipe, ya que sí lo hace, de forma continuada, además, al hilo de sus 
comeocarios sobre distintos supuestos surgidos en la práctica, o en codo caso de va­
lor pa.ra la práctica, las más de las veces referidos a gracias, dispensas y privilegios. 

¿ Eri qué terminos concibe Guciérrez el poder del príncipe? El autor se mani­
fiesta de forma encontrada al respecto, bien de acuerdo con la dialéctica escolástica, 
pues si por una pane exalta la potestad del príncipe, no es menos cierto que por 
otro lado insiste en sus límites. Así no es raro que en el estudio de una cuestión dé 
a conocer primero los argumentos favorables al poder del príncipe y a continuación 
los que lo restringen47. Por lo mismo nos encontramos con afi rmaciones aparence­
mente contradictorias, como son l~ de afirmar que el rey, o el papa, disponen de 
plenitud de potestad48, o que de su potestad no se puede dudar49, pero también, 
con formulación bien distinta, que la plenitud de potestad se dice odiosa50, o que 
el rey o el papa no pueden usar libremente de su plenitud de potestad en deter­
minados supuestos y condiciones5• . No es infrecuente tampoco que declaraciones 
que aseveran el g ran poder del príncipe sean matizadas a renglón seguido52 • Aun­
que algunas veces se muestra receloso el autor a la hora de postular límites al po­
der regio, o del papa, como si no se atreviera a pronunciarse en contra de la pree-

47. Como se observa en Ctmonirar11m Q1tau1ion11m, Lib. III, cap: 74, o en De GabtlliJ, Quaest. 92. 
48. Algunas referencias can s6lo, y muy laudatorias de la pocesrad del príncipe: para el rey, Prarti­

rantm QlilllSti11n11m , Lib. IV, Quaesc.7, n. 17; pata el papa, Canoniran1111 Q114ation11111, Lib. 111, cap. 74, núm. 
6 y 7. 

49. Praairarum Qlilllltionum, Lib. IV, Quaest. 7, n. 17. En el índice, aun con el mismo sentido, tiene 
expresión distinta: Potesta1 PrinripiJ in dubi11m rn;oranda non u1. 

50. Canonirarum QMatJtionum, Lib. 1, cap. 2, n. 8 . Y antes, en o. 6, nos había recordado que en la 
duda no se presume que el príncipe usa de la plenitud de potestad. En ambos casos coa apoyo de distintos 
juristas. 

51 . Así en Pranúarum QuatStionum, Lib. IV, Quaest. 11, n . 12, o en Rtpttitiona Sa, Rep. L. Nemo 
Potcsr, núm. 81-83. En la primera cica se traca de que sin causa pública, aunque sea de plenitud de po­
testad, de ningún modo puede el príncipe derogar el derecho de los llamados a la sucesión, con referencias 
en este sentido a Paolo di Castro, Covarrubias, Menchaca, Burgos de P:u, Mol ina, Simancas, Antonio G6-
mez, Sarmiento y Pclkz. En la segunda, en un orden de marerias semejante, ahora con alusión a Covarru­
biu, se dice que sin causa no puede el príncipe de plenitud de potestad qui car a los hombres la facultad de 
tes car. 

52. Como ocurre con el valor de la chiusula non "'11111n11, que sólo puede utilizar el príncipe. Ea Re­
pttili- Sex, Rep. L. Nemo Potest, núm. 157-178. También lo descubrimos en Otro pasaje, pues después 
de la afirmación de que a las palabras y dcclarac16n del sumo pontífice plena fe se les ha de dar cuancas ve­
ces su gracia e intención se funda sobrt aqu~llas, lo que es extensivo al emperador o rey que no reconoce 
superior, añadir.{ los Hmites. Y 6tos son que no procede lo dicho cuando se trata de grave perjuicio de otro. 
En Praai<arum Quautionum, Lib. IV, Quacst. 11, núm. 19-2 l . 
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minencia del príncipe53. Aparte de que siempre parece encontrar una justificación, 
una causa, que deje a salvo la potestad del príncipe54. 

El príncipe no lo puede todo, en cualquier caso. Los propios índices de sus li­
bros lo reflejan. Si examinamos algunas de sus voces, así las de papa, princeps o rex, 
comprobaremos cómo están redactadas en términos de qué puede y qué no puede 
hacer el príncipe55. Según era habicual en los libros de otros juristas, por lo demás, 
que en esto tampoco supone novedad. 

Pero Gutiérrez precisa algo más, porque nos djce que la validez de los privile­
gios del príncipe, como de cualquier otro acto, se mide por dos elementos, volun­
tad y potestad56. O expresado por él de otro modo: tanto se extiende la voluntad 
del príncipe cuanto su potestad tiene lugar57• En suma, el rey, o el papa, no pue­
den hacer todo lo que quieren, ni todo lo deben de querer58. 

Si la validez de los actos del príncipe depende de la voluntad y potestad, de 
aquí se explica que el autor estudie, y lo hace con alguna sistemática y compleji­
dad, los vicios de voluntad del príncipe, que impiden el debido conocimiento de 
causa y pueden originar la nulidad de los rescriptos. Los vicios de voluntad deri­
van sobre todo de las preces de los demandantes, mediando obrepción y subrep­
ción, a pesar de las cláusulas recogidas en las concesiones, a al menos presumidas. 
La cláusula presumida es la de si preces veritate nitantur, mientras las que suelen ex-

53. Me limitaré a dos supuestos. Lo dicho ocurre, por ejemplo, en una cuestión relativa al modo 
como debe encenderse la facultad regia de conceder a caballeros armados inmunidad, Libertad y exención 
de contribuciones y moneda forera, y más en particular, al hacer referencia a una opinión de Soco en rela­
ción a la venta de honras por parce del rey, que al entender del teólogo debería tener dos condiciones: que 
no llevara aparejada función de justicia y que no fuera en perjuicio de otro. Pero él, habla Guciérrez de sí 
mismo, no sabe si esto en la práctica se admite, como por elJo se ve derogar la libre potestad concedida al 
rey por el derecho. En Prafticarum QuaeJtionum, Lib. IV, Quaesc. l, n. 11. El segundo caso, de más clara eva­
sión, lo como de una imporcante cuestión, acere.a de si el papa puede dispensar i11 radice el matrimonio írrito 
contraído, de modo que la dispensación se retrotraiga y se legitime a la prole anees habida en cuanto a lo 
temporal y lo espiritual. En esca ocasión, por coda respuesta dice Guciérrez que de esto erara ampliamente 
Tomás Sánchez y que a él se puede acudir cuantas veces fuera preciso. Se encuentra en Canonicarum Quaes­
tio1111m, Lib. III , cap. 74, n. 33. 

54. Valga como prueba esca afirmación: La legitimación de los hijos o La dispensa del papa no se ha 
de entender en perjuicio de tercero, ni de los sucesores, a no ser que expresamente es ro lo dispusiera el prín­
cipe de plenitud de potestad. Se recoge en Canoniramm Quaestio111m1, Lib. IJI , Quaesc. 74, núm. 26 y 32-
35. Pero rambién vale esta orca: El príncipe no puede quitar aquellas cosas que son de derecho de gentes a 
no ser con causa legítima. Lo expone en RepetitioneJ Sex, Repet. L. Nemo Pocesr, n. 71. Véanse rambién al 
respecto los supuestos citados en nota 51 . 

55. Para su comprobación véanse las citadas voces en el índice de cosas y materias de la edición en 
Ginebra de su Opera 011111ia, vol VI, c. XVI. Pero lo mismo ocurre en los índices de sus obras particulares. 

56. Practicamm Quaestion11m, Lib. IV, Quaesc. 33, n. 4. 
57. Practicarum Quamio1111111, Lib. IV, Quaest. 7, n. 17. 
58. Así, en defensa del macrimonio, dirá Gutiérrez que aunque la dispensa acerca de los impedi­

mentos del matrimonio depende de la voluntad del príncipe, puesto que se traca de una cosa graciosa, se 
ha de presumir sin embargo difícil e imposible, por mucho también que suele acostumbrarse a conceder 
por el papa, parcicularmence en terce ro y cuarto grado de consanguinidad y afinidad. En Canonicarum Qua­
eJtionum, Lib. II, cap. 15, núm. 108-109. 
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presarse como signo de la voluntad del príncipe son las de motu proprio y ex cerra 
scientia. Por otro lado, dentro de este mismo orden de cosas, ha de preguncarse Gu­
ciérrez en la concesión de las gracias si éstas se perfeccionan por la mera voluntad 
del príncipe o si, por el contrario, es precisa la escritura y otros requisitos de forma. 

De lo dicho, igualmente se enciende que se detenga el doccor Guciérrez en la 
potestad o poder del príncipe, bien que de forma dispersa y casuística, a lo largo 
de sus distintas obras, como vamos a comprobar proncamence. Del poder del prín­
cipe valora su condición de supremo, de no reconocer superior en su reino, de la 
que emanan sus facultades de jurisdicción, de dar leyes y de otorgar gracias y dis­
pensas. También aprecia el autor la plenitud de potestad del príncipe, en virtud de 
la cual el príncipe estaría desligado del derecho positivo, ya que no de los derechos 
divino, natural y de gentes, que escapan a su control. Escas últimas distinciones 
vienen provocadas por la defensa de los derechos de terceros, de los derechos ad­
quiridos, o de los privilegios, a decir verdad, sobre los que se sustenta la sociedad 
señorial y que por consiguiente constituyen los auténticos límites para la actividad 
del príncipe. En defensa de estos mismos derechos también se emplea como obs­
táculo al libre ejercicio del poder regio la doctrina de la causa, de la causa pública 
y legítima. No obstante, en el supuesto de la causa no deja de ucilizarse su doc­
trina como escapatoria para el propio poder del príncipe, ya que por urgente nece­
sidad, o por causa pública o común, el príncipe puede actuar incluso contra el de­
recho natural y de gentes e interpretar el derecho divino. 

4. 2. ¿Es soberano el príncipe? 

Según venimos señalando, en el doctor Gutiérrez no encontramos un trata­
miento específico sobre el tema de la soberanía, en él no se halla una respuesta di­
recta al interrogante ahora enunciado, a diferencia de algún jurista castellano de su 
época, que sí se preguntó sobre la cuestión59, aunque no fue lo habitual60. De 
forma distinta, parece como si el autor diera el asunto por supuesto, sin necesidad 
de expresa argumentación. Sea como fuere, en los escritos de Juan Guciérrez hay 
suficientes elementos de juicio para no dudar de que el canónigo de Ciudad Ro­
drigo atribuyó la condición de soberano tanto al rey como al papa, si bien sin ni n­
gún afán innovador, sino desde presupuestos y vocabulario tradicionales. 

Para empezar, es excepcional en Gutiérrez el empleo de la palabra soberano. 
Sin embargo, sí la encontramos en relación con Vizcaya, y por vía negativa, de no 
reconocimienco de soberano antes de que los vizcaínos se encomendaran a los re-

59. De nuevo me remito a Gregorio L6~t Madera, en quien se observan influencias de Boclin al 
respecco. Cicé al jurisca madrileño en noca 28. 

60. Para un estudio más amplio sobre el pensamiento de los juriscas castellanos sobre el poder del 
príncipe, puede verse mi crabajo: · El absolutismo regio en Cascilla durante el siglo XVI .. , !tu Fugir, 5, 
1996. 
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yes de Castilla bajo ciertas leyes y condiciones61 . La expresión de soberano en este 
caso, aplicada a la «nación» o «provincia» de Vizcaya62, es sinónima de indepen­
dencia, de no reconocimiento de superior, o señor63. El mimo sentido se encuentra 
en otro pasaje, donde afirma que no bastan para dar nobleza ni el mayorazgo por 
vía de pariente transversal ni los vasallos habidos de quien no es príncipe sobe­
rano64. 

No son éstas las únicas veces que el placentino utiliza el vocablo soberano, 
pues también lo descubrimos en otra ocasion, cuando afirma que el príncipe es su­
premo y soberano, equiparando ambos términos. Esto ocurre en un tema de enti­
dad, de gracia y merced, como era el otorgamiento del privilegio de nobleza, que 
se reservaba el príncipe en exclusividad65. El poder soberano y supremo como po­
der no sometido a otro alguno es un poder exclusivo, pues. 

Ya es más cotidiano en Guciérrez que llame supremo al príncipe, rey o papa, 
o que de él predique la condición suprema, de suprema jurisdicción o suprema 
potestad, en el mismo sentido, por cierto, de poder que no reconoce superior, y 
es por tanto exclusivo, dotado de propias regalías. Así, nos dirá, que el príncipe 
supremo puede por justa causa prohibir la caza a sus súbdicos66. También acep-

61. En dos pasajes sucesivos, ambos en castellano: «Quando se perdio Espanna y la ocuparon los 
Moros, que como hemos dicho fue en el an. 714, hallose la provincia de Vi:zcaya libre, soberana y sin Sen­
nor»; «Y en este mesmo anno( 850, cuando los vizcaínos habrían derrotado a Ordoño, hijo del rey Alfonso) 
los Vizcaynos levantaron por su Sennor, o caudillo a don Zuria nieto del rey de Escocia, y le dieron ciculo 
de sennor no absoluto ni soberano, sino con c iertas capitulaciones y condici.ones ... En Praaicarum Quaestio­
num, Lib. IIJ y IV, Quaest. 17, núm. 23 y 25 respectivamente. 

62. En su discurso habla de la nación vizcaína, situada en el centro de otras eres muy nobles, leales 
y muy fuerces naciones, como son las de los Montañeses de Castilla la Vieja, Alaveses y Guipuzcoanos, en 
Praaicarum Quaestionum, Lib. 111 y IV, Quaest. 17, núm. 36 y 37, y anees, nu. 14 y 15, siguiendo a Este­
ban de Gacibay, en su obra Compendio Historial de España, referirá que Cantabria es provincia septen­
crional de España, en la que a su vez hay diversas provincias, cuatro las más notables: Guipúzcoa, Vizcaya, 
Alava y la Moncaña. Por otro lado, dencro de la misma cuestión, núm. 26-34, pero romándolo ahora de 
Andrés Poza, de su libelo sobre el antiguo lenguaje de España, señala las capitulaciones y condiciones, hasta 
el número de diez, con las cuales los vizcaínos se adhiriernn a Castilla. Este punto era vital en su dictamen 
para la defensa de la nobleza originaria de los vizcaínos, no adquitida por privilegio gracioso del rey, ya que 
si hubiera sido así quedaba somecida a revocación regia. 

63. Que luego perdería su soberanía al adherirse voluncariamence a Castilla. Desde luego, el respeto 
por parce de los reyes de Castilla de las condiciones con que los vizcaínos los acepcaron por señores , y que 
continuaba con el rey Felipe 11, que al decir del autor los tenía «muy honrados y regalados y favorecidos• . ., 
no iba en menoscabo del poder regio, según cabe deducir de las palabras de Juan Guciérrez inmediatas a 
la descripción de las diez capitulaciones. En ellas aparece el tópico imperial , en sus cierras ni can sólo un 
punto pierde de vista al sol, y se recogen unos versos en extremo laudatorios para el rey, que comienzan 
así: 11.d Philippum semndum, attatum ac sae;-11ltn'1Jm Regum maximum. En Praaic-arum Q11aestion11m, Lib. lli y IV, 
Quaesc. 17, n. 35. 

64. Practicarum Quaestionum, Lib. III y IV, Quaesc. 16, n. 90. 
65. .-Sólo el príncipe supremo puede dar plena y universal nobleza-, «sólo e l príncipe soberano 

puede dar la plena, cumplida y universal nobleza,, , dice en casrellano, en un libro escrito en latín. Puede 
verse en Practicamm Quaestionum, Lib. III et IV, Quaesc. 16, n. 110. 

66. Canonicarum Quamionum, Lib. II, Quaesc. 27, n. l. 
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tará que el príncipe supremo de plenitud de potestad puede legitimar a las hi­
jos naturales, espurios, incestuosos y adulterinos para suceder en feidecomisos y 
feudos con exdusi6n de los sustitutos, aunque para esto se requiere expresa in­
cención del papa, único que puede hacerlo, dado que en la duda no se presume 
que en las concesiones graciosas se quiera perjudicar a un terccro67. Lo mismo 
parece sugerir otro aserto de Gutiérrez, que es supremo el rey y en virtud de su 
plenitud de potestad puede conceder la gracia de la segunda suplicación; sin 
abandonar la g racia pero adentrándose ahora en el ámbito de la superior juris­
dicción68. No es distinto en otro supuesto, donde se mezclan en el príncipe fun­
ciones de justicia y de legislador. Se traca en particular de hacec curador de bie­
nes a un aduleo contra su voluntad por parte del príncipe. Según la doctrina del 
autor, no se puede dar curador de bienes en contra de la voluntad de éste, a no 
ser de mandato y precepto especial del príncipe supremo, al cual codos los súb­
ditos están obligados a obedecer. Aunque sí le cabe al mandado tutor dirigirse 
al príncipe para que lo exonere, ya que el príncipe que es vigor de la justicia, y 
la misma justicia, y ley animada, no soporta que se le cargue por encima de sus 
fuerzas, concluye Juan Gutiérrez69. 

De la condición suprema del rey hablará en otras ocasiones. Sin apartatse del 
cerceno de la justicia, dirá el aucor que la jurisdicción suprema del rey de hacer jus­
ticia eo defecto de otros sefiores, la mayoría de justicia, no puede prescribir70. Con­
tinúa en la misma línea cuando recoge la afirmación de que la suprema jurisdic­
ción y lo que afecta a la regia dignidad se enciende exceptuado en lannajenaciones 
que haga el rey de alguna ciudad o forcaleza7•. No abandona este campo la admo­
nición de que el príncipe de ningún modo puede conceder su suprema jurisdicción 
ni donar las llaves del imperio o reino, ni desentrañar el corazón del imperio, pues 
entonces sería homicida de su dignidad72. 

Pero quizá se muestre más enérgico en defensa de la supremacía regia a la hora 
de negar a los súbditos capacidad de interpretar las leyes, con motivo de las leyes 
de tasas de granos, momento en que vemos reiterada la palabra legislador con re­
ferencia al príncipe. En opinión de Gutiérrez, sólo corresponde interpretar a quien 
pertenece dar las leyes y no a los súbditos de las mismas. El súbdito no puede in­
terpretar las leyes ni la voluntad del legislador, ¡ino que debe observar las palabras 
de la ley, especialmente porque el príncipe, consultado sobre ello, suele proveer de 

67. C1tr1tmÍ<1mn11 Q11Aatitmtnn, Lib. 111, cap. 74, n. 32. 
68. En caso de injusticia notoria de la ejecución, recomienda G utiérrcz que acucia la parte agra­

viada a nuestro supremo rey en solicitud de concesión de la gracia de la ~gunda suplicac16n, que el rey 
lo podría hacer de equidad y de plenirud de potcst2d. En Prdl'fl(111rttm QMMJIÍOlflllft, l ib. 111 et rv. Qua­
csr. 38; n. 2). 

69. DI 1111tlis t i ruris, PU[. 1, cap. 19, n. 16. 
70. Praaitarum Quaestitmum, Lib. 1, Quusc. 88, n. l. 
71. Dt Gabtllís, Quaesr. 4, núm . 2 y 12. 
72. De Gabtlli1. Quaest. 4, núm. 21. 
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remedio competente. Si el particular pudiese por propia voluntad exceder la tasa 
de las leyes regias, sería muy pernicioso para la república y originaría confusión. 
Gutiérrez rechaza de plano esca libertad de los súbditos, porque en su decir sería 
contra el derecho natural y divino que los inferiores y súbditos por esta vía quita­
ran la potestad a los superiores, o al menos se hicieran iguales a los príncipes. Re­
sultaría, continúa, que se darían dos cosas contradictorias y al mismo tiempo ver­
daderas, pero es absurdo y repugnante que acerca de lo mismo fuera a la vez 
inferior y superior, y tendería en derogación de la suprema potestad, y sería muy 
pernicioso para la república. Si todos los súbditos constituyesen ad libitum la ley 
por la que vivimos, revocando también la dada por un superior, no habría orden ni 
buena gobernación en la república, sino máxima confusión, y mil injusticias y gra­
vámenes resultarían. En la duda sobre si una ley es razonable y justa, se ha de pre­
sumir que aquella es razonable y justa, y se ha de estar a aquella en conciencia, 
puesto que a los superiores en la duda se ha de obedecer y a la prudencia y juicio 
de aquellos se ha de estar antes que a la de los súbditos. Sólo pertenece al legisla­
dor interpretar la ley y voluntad del superior, insiste, y al legislador se ha de acu­
dir previamente en consulta, porque es él quien tiene poder de alterar las leyes, 
atendiendo a la variedad de los tiempos y las cosas73. 

Junto a las expresiones de soberano y supremo, referidas al príncipe, encontra­
mos también en Juan Gutiérrez el título de majestad, que cabe entender como si­
nónimo de los precedentes. Así parece deducirse en una cuestión graciosa, sobre si 
el rey tiene libre voluntad de conceder o denegar hábitos e insignias de las ódenes 
militares, de modo que no sean exclusivos de la nobleza originaria o de sangre sino 
que puedan extenderse también a la positiva y dativa. En opinión del autor el rey 
puede conceder esca gracia indistintamente a los nobles de privilegio y a los no­
bles de nacimiento o de sangre, porque es algo que depende de su voluntad y de 
los del Consejo de las Ordenes Militares, como quiera que de parte de Su Majes­
tad este beneficio sea gracioso y no está obligado de rigor de justicia74. 

En otras circunstancias la denominación de majestad aparece como mero título 
atribuido al rey. Esto ocurre, por ejemplo, en otra cuestión de gracia, cuando se 
plantea si conviene al príncipe quitar, mudar y declarar pro libitu et motu suo los pri­
vilegios y exenciones concedidos por reyes y emperadores a los clérigos que no tie­
nen su origen en el derecho divino o en los sagrados cánones y concilios, sino que 
se deben a la regia o imperial largición. Su creencia es que no se deben hacer escos 
actos ni conviene a la Majestad regia derogar o revocar su propio privilegio, según 
prueba entre otros el jurista Molina, porque como cristianísimos reyes siempre 
suelen mirar al bien de las iglesias y de los clérigos y procuran aumentar los pri-

73. Pracricarum Q11an1ion11m, Lib. IV, Quaesc. 61, núm. 14-18 y 23. 
74. Practicamm Quaes1ion11m, Lib. IV, Quaest. 7, núm. 22. 
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vilegios que los han concedido como verdaderos proceccores de ella7 ~. Pero hay más 
ejemplos de este uso como título de la dignidad regia76. 

Aún queda ocro empleo del nombre de majestad, que es el relacionado con la 
especial procecci6n procesal de que gozan la persona del príncipe y sus actos. Me 
refiero al crimen de lesa majestad, de vieja raigambre romanista. He aquí sus for­
mulaciones en Guciérrez, manifestadas en materia de salvaguardas y salvoconduc­
tos concedidos por el rey, que sólo puede otorgar él: El que infringe la tregua es 
alevoso y cae en pena de lesa mejescad; comete crimen de lesa majestad el que 
ofende al que tiene seguridad del emperador, papa o príncipe que no reconoce su­
perior; si la ofensa es en desdoro del príncipe y se hace con ánimo de injuriarlo, en 
es ce caso incurre en pena de lesa majescad77. 

Pero si codas escas denominaciones, de soberano, supremo y mejescad, como 
expresiones de la soberanía del príncipe, de su independecencia y superioridad, es­
taban ya consolidadas en la doctrina, no menos clásica es otra representación, he­
redera de los glosadores y comentaristas medievales, y ya bien asentada en la obra 
arribuida a Alfonso X. Se traca de la equiparación entre la persona del rey y la del 
emperador, de pleno reconocimiento en el canónigo civitatense. Esca equivalencia 
no era superflua, precisamente, porque atribuía al rey la condición política de em­
perador, de no reconocer superior en su imperio, de la que se derivaban unos atri­
butos, las llamadas regalías. Aunque en Castilla más que con palabras de regalía se 
expresaba con vocablos de señorío. 

En efecto, según Guciérrez, los reyes tienen la misma potestad en el reino que 
los emperadores en su imperio7s, que no reconocen superior79. Y, por descontado, el 
rey de España se llama emperador80 y no reconoce superior en las cosas cemporalesª'· 

75. Más aún, llega a afirmar con lnocencio que los príncipes tempora les no pueden proceder a la re­
vocación, porque la derogación o revocación máximamence redundaría en disminución de la libercad ecle­
siáscica. En dt Gakllis, Quaesc. 92, núm. 57-59. 

76. Así: Esta información de derecho se dio por la Coogregaci6n de las Iglesias de Cascilla y Lron, 
y de las islas a ellas adyacences, con su memorial a su Majesrad del rey don Felipe 11; o cambifo: de lo cual 
se agravió el Es cado edesiistico anee su Magesrad; o de modo semejance: fue cambién en esca congregación 
eclesiástica suplicado a la Real Majestad. En De Gakl/iJ, Quaesr. 92, núm. 6~-67. 

77. Praxis <rimi11ali1, Quaesc. 112, núm. 7, 8 y 16. También habla del crimen de lesa majestad a 
propósito de las diferencias exisrences encre los mayorazgos de tercio y quinto, consricuidos por autoridad 
de las leyes, y los que se hacían por fuculrad regia, que exceden de ese valor. En estos últ imos, p roducién­
dose los supuestos de crimen de herejía, lesa majestad y concra natura, podían ser confiscados los bienes. 
De ello erara en Prani<ar11m Q114tstion11m, Lib. 11, Quaesr. 66, núm. 2 y 3. 

78. Prartirar11m Qll4tstionxm, Lib. IV, Q uaesc. t t , n. 17. 
79. A las palabras y declaración del Sumo Ponrffice plena fe se le ha de dar, y esco cambién sucede 

en el emperador o rey que no recon<>«n superior, dice en Prarticar11m QMat11ion11m, Lib. IV, Quaest. 11, 
n. 19. También, con genérica alusión al príncipe o rey que no reconoce superior, váse Pramrar11m Q11aa-
1ionJ1t11, Lib. IV, Quaesr. 34, núm. l y 2. 

80. Practirar11m Q11aation11m, Lib. IV, Quaesr. 11, n. 18. 
81. A nuestro rey, que en las cosas temporales no reconoce superior, y así es legislador, pertenece 

conceder las honras, privilegios y exenciones según su libre voluntad, en virtud de su plenitud de potes­
tad. Lo afirma en Prartirar11m Q11amion11m, Lib. IV, Quacst . 7, n. 17. 
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O lo que. es semejante,, los reyes de España tienen dominio en su cierra y se llaman 
señores de.ella82. En sentido. contrario, los séñores -y jueces- que reconocen ·supe­
rior no gcnan· de los mismos derechos que los que son independientes de cualquie.r 
poder .cempora183. 

Una última .formulación de la soberanía regia podría rastrearse todavía eq _el 
doctor Gutiérrez, .aunque· para nuestra' desilusión el autor no profundiza en ella, 
sino que cai;i sólo la.enuncia. El.enunciac!o sí es claro, desde luego, pues afirma que; 
el imperio fue trasladado.desde el pueblo _al rey, así como que la traslación del im­
perio en el rey fue hecha por utilidad de la república, pero esto es todo84. En cual­
quier caso, y a falta de m~yores precisiones del autor, la tramlatio imperii es un 
nuevo argumento en ~vor de la soberanía del .prín('.ipe, por cuanco en principio 
significa que si el pueplo entregó.el poder al rey, éste puede actuar con indepen­
dencia del pueblo, como po.c otra pa~e parece dar a entepder ~utiérrez en distin­
tos pasajes, por ~jemplo en los supl,!estos de a quién corresponde dar leyes, _inter­
pretarlas o dispeo~.das, función reservada al .príncipe. 

4. 3. Manifestaciones de la soberanía 

Si antes dijimos que el"canónigo mirobrigense no se planteaba de forma ex­
presa el tema de la ;soberanía, otro ta~to debemos decir ahora de .sus manifestacio-

· ries, llamadas de 'órdinario reg'alías por la doccrina85. Gutiér:rez no cansagra un li­
bro o uo capítulo específico a describir cuáles eran las expresiones del . poder 
soberano- o supremo- del príncipe, sino que será con ocasión de supuestos concre­
tos cuando se pronuncie en sus escritos sobre las regalías del príncipe. El problema 
para eJ estudioso consiste en intentar exponer con alguna sistemática una materia 
tratada por el autor de forma casuística, aunque las dificultades no eximen de la 
tarea, cienamente. 

A la hora de dar cuerfra de las facultades del príncipe, según la obra de Jtian 
Gutiérrez, es preciso. comenzar por la de jurisdicción, entendida por el autor como 

82. PrrKtiunnR Q-.itiO#Ntlf, Lib. IV, ~c. 11, o. 16. . 
· 83. Sólo l.os príncipes que no reconocen supcrioc pueden dar salvoconduccos a los condenados. Lo 

dice en Praxis CritninaliJ, Quaest. 113, núm. 2-4 . .Asimismo Kñala Gutiérrez que el seilor temporal que 
rccoooc:e supacior, aunque renga potcscad de ordcnar,.no puede hacer pragmáticas contra la disposici6n de 
derccho común, corc:io ~el caSC>de los monopolios de ir a moler al molino del concedente, o a cocer el pan 
en su horno, a diferencia del que no rcconoce superior,.que sí puede otorgar este privilegio y es tícuJo I~ 
gícimo. De esto habla en P.rtKtil'4nnn Q11t1ationJtn1, Lib. IV, Quaest. 32, n. 11 y Quacsc. 34, núm. l y 2. En 
fin, si quien m:oncxe señor en lo temporal cicne una villa o ciudad con los dcrechof reales no puede ena­
jenar tstos, a difcrtoci& de los rey« y príncipes, que tienen poccstad para ello. En maceria de los derechos 
de alcabalas, conforme se comprueba en ~ Gabtllis, Quaest. 4, núm. 13 y 22. 

84. De IN1tli1 ti NfrÍJ, cap. L8, n. 10. En el índice, voz JmptriNm, se d ice escuetamente esto: Jmptri11111 
tran1/a111111 / 11i1 a P.op11/o in Rtgttn. 

85. El rambifu habla de i11ra rrr,alia en alguna oportunidad, en conc reto al preguntarse si los seño­
res que reconocen superior pueden proceder a enajenar los derechos reales que tienen en un.a ciudad o vi· 
lla .. En ~ Gabellis, Quacsc. 4 , n . 13. 
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suprema, sin asomos de duda. Se debe em~zar por- ella porque es la fuente de toda · 
la potestad del príncipe, hasta el punto de que en la doctrina y en la práctica se 
identificaban con frecuencia jurisdicción regia y'potesrad regia86. Aunque por ju­
risdicción también cabe entender otra· acepci6n más estricta., y progresivamente 
más utilizada~ que es la que ahora paniculartnenre interesa, referida al·ejercicic» de 
l~ justicia, de jueces y tribunales, por ·afectar a intereses contrapuesros ·de partes, 
distinta de las actividades de gobierrto· y de la gracia. Sin embargo, y esto quizá 
pueda sorprender, el jurista placentino no habla mucho 'de jutisdlcció.ñ, al colicra­
rio de lo que suc;ede con la ley, entre otras· c6SaS porque en·sus qutUitiones sobre la 
Nueva Rei:opilación comentaba las leyes del reino, pero pr~babletnente también 
por el valor que atribuía a la condición de legislador del príncipe87. 

En efecto, es poco lo que dice el doctor Gutiérrez de la ·furiSdi~ción regia, pero 
a pesar de ello será contundente. En el autor' la jurisdjcción del príncipe aparece 
caracterizada como suprema, inhereºncé ~i'ia'nro a l~ 'pote5tad reai, a Ia dignidad' 
regiass, y como tal no puede ser objetó de prescÍpción89 .n'i de. enaj~nación?o.: Pe~ 
por lo inismo es superiot a la de los señores, de Q'ÍOdo que el tey pu.ede' ejercer jus-. . 

86. El propio Gutiérrcz suscribirá este aserto: Stall/Ja. '11111/en al'i11riJdiaieniJ. En Canoniitm1m Qru­
estitmum, Lib. 11, cap. 4, n. 7. Pero que en sentido amplio hay identidad entre potestad y jurisdicci6n se ob: 
serva en otra ile sus afirmaciones, referida en eSte caso al rey menoc de !!dad: Ra'mi11o'1 vert tituú"'' tYgni, ti 
Regiam iuriuiictionm1 habtl, non tamm att11alem administrationt1fl, neque exn-riii11m i11riuliaio11is. En De tute/is ti 
euris .• cap. 18, n. 6. 

87. Es bien indicativo de lo dicho el índice de sus obras complecas de 17 31, pues mientras ·a la voz 
iuriulietio no le dedica más que la página 174, a la voz /ex {e coñsagra las páginas 185 a ·200. · 

88. El príncipe, que es_ vigor de la justicia, y la misma justicia; y' ley aniinada, no· soporta que se le 
cargue por encima de las fuerzas del que es hecho ettrador coorra. su voluntad. por mandato especial del 
príncipe, dirá en De tuJe/is ti C11ris, ~att. 1, cap. 19, n. ·16. J:>t.moclo semejante,~ con relaci6o a la de­
fensa de la nobleza en propiedad de los vizcaínos aborig~nes. apela· al rey Felipe II, de quien dice que no 
consiente se haga ·a nad.ie agravio, y mucho mmos a una nobkr:a tan notoria y antigua como la dd Seño­
río de Vizcaya. En Practicarum Q1UWtionum, Lib: III y IV, Quust. l7, n. 310. 

89. Iurisdiaio s11pmna Regís facimdi iustititiam, in lkftJC11111f a/iUrt1m d<Min<>r11111, Ó«.eJt '4 rtUIJOf''Í4, pra­
eicribi non poteit, escribe literalmente. En su apoyo acude a Nueva Recopilaci6n, ICY, l, t ít. 15. lib. 4, con l.a 
apostilla de que cuando la ley lo dice no hay que dudar más. En Prwiuzn1111 Q111Wtion11m, Lib. l , Quaest. 
88, n. l . Sin embargo, sí admite la prescripción inmemorial contra d príncipe de la jurisdicci6n civil y cri­
minal no suprema. Y respecto a si se necesita ¡»ra ello la ciencia- d conocimiento- del príncipe o de sus 
oficiales, se inclina porque basca que lo supieran los oficiales del rey, pese a ~r este 61timo punto un tema 
controvenido, según revelarían las opiniones encontradas de Covarrubias, Diego Pércz, Antonio de Padi­
lla, Juan Bautista de Villalobos, Ignacio de Salzedo, Avend.año y Palacios Rubios. En Practfr.rrum QutUJfio­
num, Lib. 1, Quaest. 85 y 86, o . 2. 

90. Con expresas alusiones a la dignidad regia, en De Gabe/li1, Quust. 4, parriculannence núm. 2, 
12 y 21. También, con referencia no sólo a la dignidad regia, sino al juramento regio de la tor002ción, De 
iuranunto confirmat<wio, Part. 1, cap. 53, n. 7. No obstante, y en materia de enajenac.i6n de los derechos de 
alcabalas y otros impuestos, Gutiérre:r: se pronuncia de ~rdo con Soto y con lo que su.cedía en la prác­
tica, en el sentido de que de ningún modo se puede rescringir a reyes y príncipes la potestad y faculrad que 
cienen de derecho para conceder privilegios de impuestos en favor de particulares y universidades pot ra­
zón de méritos, servicios o precio, con justa causa. En sentido negativo se pronunciaban El Abad, Palacios 
Rubios, Covarrubias, Menchaca y Azevedo. Puede verse en De GabtJJiJ, Qwestio 4, núm. 2, 4 y 22. 
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cicia en defecco de ellos, que es lo que se conocía como mayoría de justicia91• Por 
lo mismo, igualmente, en las cierras de los magnaces y señores podía apelarse al rey 
y a la chancillería regia omisso medio, omitiendo la instancia del señor92. En fin, la 
misma valoración de suprema debe merecer el hecho de que el rey se reserve la po­
sibilidad de conceder una tercera instancia judicial en la Coree, la segunda supli­
cación93. 

El rey es soberano, supremo, no reconoce superior, y como tal es el juez su­
premo en los reinos, pero también es supremo legislador. Las afirmaciones del au­
tor tampoco dejan lugar para la duda en esca oportunidad. En efecto, para Gutié­
rrez el rey tiene fundada intención para crear leyes94, es Legislador95. Más aún, es 
ley viva o animada, de él depende el derecho positivo o humano, siguiendo los di­
chos de los juristas96. 

No sólo el rey crea leyes, sino que por su condición de legislador las puede in­
terpretar, extender, limitar, corregir y abrogar97. La interpretación de las leyes es 

9l. Véase nora 89. 
92. Cica en su favor a Nueva Recopilación, ley. 1, tít. 1, lib. 4 y Partidas, ley 18, rit . 23, Pare. 3, 

mienrras dice que la ley de Guadalajara que podía interpretarse en sentido diferenre, de apelación previa 
al señor, sólo procedía acumulacivamence, ya que no privacivamence. También apoya su pnmmsión en las 
opiniones concordantes de Gregorio L6pez, Covarrubias y Azevedo. Lo recoge en Practicarum Quaes1ionum, 
Lib. 1, Quaest. 42, núm. 1 y 2. 

93. Remico al leccnr a la noca 68. 
94. Practicarum Quae11ionm11, Lib. IV, Quaesc. 42, n. 4. 
95. Ex:plícitamente emplea el aucor la palabra legislator referida al príncipe, o al rey. Con reiteración 

la utiliza en la cuestión donde se plantea quién puede interpretar la leyes de casas de granos. En Practica­
rum Q11aes1io11um, Lib. IV, Quaesc. 61, núm. 5, 14, 17, 18 y 23. También la descubrimos en otra cuestión, 
si el rey puede conceder hábitos y encomiendas de órdenes militares a nobles de privilegio, nacidos plebe­
yos. En Practicarum Quaestionum, Lib. IV, Quaesc. 7, n. 17. Y de nuevo en una cuestión semejante a la úl­
tima citada, si los efectos de la nobleza de sangre pueden venderse y adquirirse por privilegio del príncipe. 
En Practicar11m Quat11io1111m, Lib. IV, Quaesr. 8, n. 15. 

96. Sin embargo es verdadera la precedente resolución, dira Gutiérrez refiriéndose a la facultad re­
gia de conceder insignias de órdenes militares a nobles de privilegio, porque a nuestro rey, que en lasco­
sas temporales no reconoce superior, y así es legislador, pertenece las susodichas honras, privilegios y exen­
ciones conceder pro libi111 suo, por la plenitud de potestad que posee, ya que dichas honras y privilegios 
fueron introducidas por costumbres y leyes positivas, y así nada es de admirar si es /ex viva que pueda con­
ceder las mismas honras a los no nacidos nobles. En Practicarum Quaestior111m, Lib. IV, Quacsc. 7, n. 17. Por 
su parce, con ocasión de recordarnos que por mandato del príncipe supremo se puede dar curador de bie­
nes contra su voluntad, dice del príncipe que es vigor de la justicia, y la misma justicia, y kx animara. En 
Dt tute/is ti curis, Pare. 1, cap. 19, n. 6, ya mencionado. Y algo semejante referira del papa, en corno a la 
legitimación de hijos incesruosos: puesto que lo que puede justamente hacerse por el canon humano puede 
hacerse por el papa, como él mismo sea padre y aucor del canon. Más aún, es canon vivo, es canon animado 
como el emperador es ley animada en sus rierras. En Canonicarum Quaes1ionum, Lib. 111, cap. 74, n. l. 

97 - Eius est interpmari. o<lt11túrt, ampliare ti limitare r11i11s es/ rondere, rum possir Cfffrigere, ti in totum 
abrogare. Recoge esca afirmación en Practicarum Q=rio1111m, Lib. IV, Quaesc. 8, n. 40. Pero que el legis­
lador es quien sólo tiene poder para alterar, mudar e interpretar la ley, o que a sólo pertenece interpretar 
a quien corresponde dar las leyes, lo dice también en Pra+ticar11m Q11at11io1111111, Lib. IV, Quaesc. 61, núm. 
14 y 18. 
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atendida con detalle por el autor, que la hizo objeto de una quaestio específica, ade­
más de tratar de ella en otros instantes. La cuestión se refería a la interpretación de 
las leyes de tasas de granos y vinculaba directamente la interpretación de las leyes 
con la suprema potestad del príncipe, como ya hicimos ver en un momento ante­
rior. Si el súbdito cuviera facultad para interpretar las leyes se igualaría a la condi­
ción superior del príncipe, lo cual, ser inferior y superior a la vez, sería una mani­
fiesta contradicción, argumenta. En la duda lo único que cabe al súbdito es acudir 
al rey, que es quien tiene poder para alterarla, mudarla e incerpretarla98, 

La dispensa de las leyes es otra vertiente de la condición de legislador del prín­
cipe, y por ende de su poder soberano. Aunque en este caso, por su naturaleza de 
disposición contra ius, de relajamiento del derecho, es igualmente una manifesta­
ción del poder absoluto, o de la plenitud de potestad del príncipe, quien no estaba 
atado al derecho positivo, fuera civil o canónico. La dispensa tenía una extraordi­
naria importancia en el derecho canónico, de manera singular en torno a los im­
pedimentos del matrimonio y la legitimación de los hijos, y es justamente en re­
lación con el papa y estos temas como Gutiérrez desarrolla por extenso la doctrina 
sobre la dispensa99. También traca Gutiérrez de la legitimación por el príncipe se­
cular de los hijos no naturales o espurios, pero sólo en cuanto a los efectos tempo­
rales, de sucesión 100. 

Otro campo dentro de las atribuciones regias estaba constituido por la facul­
tad de privilegiar, de conceder gracias, beneficios, privilegios y exenciones o in­
munidades'º', e incluso dispensas y licencias o faculrades102, que ocupa un lugar 
central en la doctrina del doctor Gutiérrez sobre el poder del príncipe, como no 
podía ser de otra manera, habida cuenta de su trascendencia en una sociedad de 
privilegio, de desigualdad jurídica. En varios momentos dirá el autor que el rey de 
España tiene potestad, plenitud de potestad, para conceder privilegios a particula­
res o universidadesl03. 

98. Como se sabe, se trata de Pra<tirar11m Quaestionum, Lib. IV, Quaest. 61. 
99. Canonirarum Quaesti1Jnum: Lib. I, Clip. 15; 11, cap. 15, núm. 98-1 36; 111, cap. 74. 

100. Pra<titarum Quatstionum, Lib. IV, Quaest. 73, núm. 21-23 y Rtpttitio Sex, L. Nemo Potest, 
núm. 69 y 75. El auror precisa que en estos casos de hijos no narurales más q ue de legitimación se debe 
hablar de dispensación. 

1O1. Es muy normal que se empleen varios términos acumulativamente. Así en las palabras de con­
cesión de hidalguía, que reproduce el autor, se hablaba de «gracias, honras, franquezas, libertades, pree­
minencias y beneficios». En Pra<tirarum Quaestion111n, Lib. IV, Quaesr. 7, n . 17. Aunque algunos juristas, 
como Baldo, introducían diferencias enrre gracia y privilegio, según refiere Gutiérrez, ya q ue la concesión 
del príncipe que sigue derecho no se diría privilegio sino gracia o beneficio. En Pra<tirarum Quaes1ion11m, 
Lib. 111 y IV, Quaest. 28, n. 8. 

102. No obstante, tampoco la terminología era aquí muy precisa, como podemos juzgar en el caso 
de las licencias o facultades dadas por el rey para enajenar bienes de mayorazgo, que el propio Guciérrez 
las llama g racias y dispensaciones. En Practirarum Q11aestion11m, Li b. U, Quaest. 74, núm. 1-2. 

l 03. Así, en Pra<ticarum Quaesliqnum, Lib. IV, Quaest . 7, n. 17 y De Gabt/liJ, Quaest. 4, n. 22. 
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No deja de corresponder al póncipe interpretar los privilegios, declararlos y 
hasta derogad os. Aunque en esca carea distingue el placentino los supuestos de los 
privilegios estrictamente graciosos de los concedidos por remuneración, servicios 
o precio, según que en definitiva existiera o no perjuicio de tercero o derecho ad­
quirido104. 

En fin , toca también al príncipe confirmar los privilegios, lo cual no era nada 
secundario, como se esfuerza en demostrar en la cuestión relativa a la nobleza de 
los vizcaínos. Porque, según revela Gutiérrez, la nobleza inmemorial de los vizcaí­
nos no sólo no ha sido impugnada por d príncipe, sino que ha sido confirmada por 
él en diversos momentos, prueba de que ya existía el derecho. En efecto, los fue­
ros, usos, costumbres, franquicias, privilegios, libertades e inmunidades del Seño­
río de Vizcaya fueron confirmados por diversos reyes, desde Isabel la Católica en 
14 7 3, hasta Felipe JI en 1 5 7 5, con las cláusulas proprio motu, et ex certa scientia et de 
poteslate abso/111a, además de utilizar Ja confirmación de la reina Isabel la expresión 
«y si necesario es de nuevo otorgoio, de acuerdo con los testimonjos que aporta. Y 
dado el valor qne tendría Ja confirmación con estas cláusulas, que es la de quien 
confirma parece que da y concede y él mismo de por sí hace, conforme habían 
apuntado Bánolo, Decio o Rolando, y tenjendo en cuenta además las palabras de 
la reina Isabel, sin duda lo contenido en la confirmación quedaba concedido, se­
gún refiere el autor. Es decir, que la confirmación de los reyes con las cláusulas de 
ciencia ciena y poder absoluto venía a añadir todavía más fuerza a la nobleza ori­
g inaria de los vizcaínos10S . 

Dentro de la capacidad de privilegiar del príncipe destaca sobremanera en una 
sociedad señorial la facultad de crear nobles, de dar títulos de nobleza a gentes de 
condición plebeya. No es extraño que Juan Gutiérrez insista una y otra vez en que 
sólo compete al príncipe la concesión de nobleza, la plena y universal nobleza•06, 
así como también es facu ltad del príncipe otorgar encomiendas y hábitos militares 
a los ya nobles, fueran de privilegio o de sangre101. 

Las licencias o facu ltades para fundar mayorazgos de todos los bienes, así como 
las licencias para enajenar bienes de mayorazgo, son otro de los renglones donde 

104. El rema dt' la interprttación de los privilegios y beneficios lo craca reiteradamente en sus Prac­
lirarum Qu«Jtiom1t11: Lib. U, Quaesc. 74; Lib. 111 y IV, Quaest. 22; Lib. IV, Quaesc. l, 2, 7, 8 , 9 , 10, 11 y 
56. También en Cammic11ru111 Quamion1"11: •Lib. 11, cap. 17 y 21; 111, cap. 74. Asimismo, en Allegatioms, Ter­
cia allegacio, o en Dt G11btllis, Quaesc. 4. 

105. Pranicar1m1 Q11<1Uti()11um, Lib. IJJ y JV, Quaesc. 14, n. 32 y especialmente Quaest. 17, núm. 38-
7 1 y 120. 

106. ~ compruebca en Prartirarum Quaestiomnn, Lib. lJ1 y IV, Quaesc. 14 y 16, dentro de un con­
jumo más amplio ded icado a la nobleza de España o hidalguía, que comprende las cuestiones 13 a 17. Pero 
que la nobleza proc«lt del príncipe, o que ti príncipe puede hacer noblt a un plebeyo, aparece en otros pa­
sajes, como ocurre en Prartirar111n Quaestionw111, Lib. l V, Quaesc. 2, núm. 2-3. Quaesc. 7, n. 1, o Quaesc. 8 , 
n. 10, decmo a su vez de otro conjunto más amplio de cuestiones destinado a la nobleza, que abarcaría prin­
cipal menee las cuestiones 1, 2, 7 y 8 del citado libro. 

107. Practirarum QN«stion11m, Lib. JV, Qt-st. 7. 
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mejor se expresa la capacidad del príncipe para privilegiar, en ambos casos en fa­
vor de la nobleza. Aunque en el supuesto de las licencias para enajenar bienes de 
mayorazgo tanto se pueden considerar gracias como dispensas, pues si dependen 
del príncipe como gracias suyas, concedidas por quien tiene potestad de conceder­
las, según se dice, no dejan de ser dispensas en cuanto disposiciones contra el de­
recho, por ir contra la voluntad de los restadores que prohibían la enajenación lOB. 

No es cuestión de seguir persiguiendo las manifestaciones de la soberanía del 
príncipe, de las materias a él reservadas, dada la naturaleza de los escritos del au­
tor. A varias de ellas hemos hecho ya referencia, como la de conceder curador de 
bienes contra su voluntad109, o salvaguardias y salvoconductos en circunstancias 
varias 11 o, o monopolios de molino y hornol 11. Pero podíamos relatar otros supues­
tos en materia de gracias y dispensas del príncipe, como por ejemplo hacer que la 
viuda que pase a segundas nupcias retenga la tutela de sus hijos, contra lo dis­
puesto en las leyes112 , o conceder cartas de naturaleza a extraños al reino pa.ra ob­
tener beneficios eclesiásticos, no obstante las leyes que lo prohibían113. En muchas 
de estas ocasiones el poder soberano aparece también como absoluto, desligado del 
derecho positivo. 

4.4. ¿Es absoluto el poder del príncipe? 

Una vez más hemos de constatar que el canónigo de Ciudad Rodrigo no se 
hace preguntas sobre La naturaleza del poder del príncipe, en esca oportunidad so­
bre si el príncipe es absoluto, o dicho de otra forma, si el príncipe está desvincu­
lado del derecho, de acuerdo con la ley princeps y el protagonismo atribuido a Ul­
piano, cuando muchos juristas castellanos sí se interrogaban acerca de la cuestión 
y daban respuestas variadas l 14. Pero de nuevo podemos verificar que en Gutiérrez 
hay suficientes testimonios para afirmar que aceptaba La doctrina de que el prín­
cipe no estaba sometido a las leyes, aunque con muchos límites, derivados de la 
distinción de derechos, entre derecho divino, natural, de gentes y positivo, para 
proteger los derechos de terceros ·o derechos adquiridos, como para lo mismo ser-

108. Sobre ello, Prartirar11m Q11atJtion11m, Lib. 11, Quaesc. 74. También para la facultad regia de 
conscicución y enajenación de mayorazgos, Canonicar11m Q11atJtion11m, Lib. Il, cap. 14 y asimismo cap. 15, 
núm. 94-96. 

109. De t11telis el c11ris, Pare. l , cap. 19, n. 16. 
110. Concedidos a los vasallos concra sus señores por razón de licigios, o en favor del delincuente, 

unos y ocros reservados al príncipe que no reconoce superior. En PraxiJ CrinJinaiiJ, Quaesc. l 12 y 11 3, res­
peccivamence. 

111. Prac1icar11m Q11atJtiomm1, Lib. IV, Quaesc. 32, n. 11 y Quaesc. 34, num l-2. 
11 2. De t111elis tll'11ris, Pare. l, cap. 9, n. 18 
113. Prarticar11m Q11atJtion11m, Lib. IV, Quaesc. 17, n. 17. 
114. Para su comprobación me remiro a un trabajo mío, ya citado, cEI absolutismo regio en Casti­

lla,., aunque escá lejos de hacer una encuesta exhausciva. 
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vía la doctrina de la causa, amén de ciertos requisitos en la expedición de los res­
criptos, de voluntad y de forma. 

Uno de los testimonios que confirman lo antedicho es el repetitivo uso que 
hace el auror de la expresión plenicud de potestad atribuida al rey o al papa, 
cuando no habla de potestad absoluta, como término equivalente. Un ejemplo lo 
cenemos en su dictamen sobre la nobleza de los vizcaínos, donde a propósito de la 
confirmación por los reyes de sus privilegios encontramos reiteradas las cláusulas 
proprio motu et ex certa scientia et de plenitudine potestatis, y también esta última bajo 
la denominación de poderío real absoluto o de pote.ttate absoluta11 5. Observamos lo 
mismo cuando recoge la afirmación de Malina, según la cual el príncipe no puede 
derogar el derecho de los sustitutos a la sucesión, ni siquiera en expectativa, in spe, 
a no ser por causa legitima, de modo que no debe emplear las cláusulas ex certa 
scientia et de plenitudines potestatis, porque el príncipe no lo puede hacer esto ni de 
potestate absoluta. Aunque Gutiérrez sí admite que el príncipe supremo pueda ha­
cerlo, pero de plenitud de potestad y con expresa declaración de su mente en 
cuanto a la exclusión de los suscicucos116. 

Las negaciones no escasean en el uso de estas cláusulas: el príncipe ni de ple­
nicud de potestad puede derogar el derecho de los llamados a la sucesión, salvo con 
causa y dando un bien a cambio117; el príncipe no puede habilitar a una mujer para 
la sucesión de un feudo ni de potestad absoluta, a no ser por causa pública11 8; el 
ejercicio de la jurisdicción no puede competerle al rey infante o impuber, y este 
defecto de naturaleza no puede ser suplido ni de plenitudine potestatis absolutal 19. En 
otras ocasiones, en cambio, Gutiérrez parece mostrarse más comprensivo. Así, dirá, 
que por equidad y de plenitud de potestad puede el rey conceder la gracia de la se­
gunda suplicación en caso de injusticia en la ejecución1 20. De forma semejante sos­
tiene que el rey puede otorgar insignias de las órdenes militares a nobles de privi­
legio, porque no reconoce superior en las cosas temporales, es legislador y a él 
pertenece conceder las susodichas honras, privilegios y exenciones pro libitu suo ex 
plenitudine potestatis12 1• También defenderá que nadie salvo el papa puede alterar la 
voluntad de los testadores, para lo que se requiere que sea de plenitud de potestad, 
ya que no de potestad ordinaria, aunque no sólo esto, porque tratándose de la com­
muración de la última voluntad se exige justa y necesaria causat22. 

115. Practicar11m Q11amiomm1, Lib. IIl y IV, Quaesc. 17, núm. 39-40, 47 y 69-71. 
116. Canonicart1111 Q11a~tion11m, cap. 74, núm. 27-28 y 32. 
l 17. Prarticar11111Q11amio1111m, Lib. rv, Q\!aest. ll, n. 12. 
118. Practicar11m Q11at11ior111m, Lib. rv, Quaesc. 11, núm. 14-15, con c ica de Molina. 
119. De tute/is et mril, Pare. J, cap. 18, n. 6. 
120. Practirarum Q11a1.11ion11m, Lib. 111 y rv, Quaest. 38, n. 25. 
121 . Practicar11m Q11aestio111m1, Lib. rv, Quaesc. 7, n . 17 . 
122. Reperitiones Sex, L. Nemo Pocesc, núm. 81- 83. 

158 SALAMANCA, Revisca de Escudios, 39, 1997 



LA DOCTRINA SOBRE EL PODER DEL PIÚNOPE EN EL DOCTOR JUAN GUTIÉRREZ 

No falcan tampoco reglas acerca del empleo que debía hacerse por el príncipe 
de la plenitud de pocescad, bien contradictorias, por cierto, con afirmaciones y res­
triciones de manera consecutiva, siguiendo los axiomas de los juristas, que res­
pondían fielmente al papel que debía jugar el príncipe en una sociedad de privile­
gio. He aquí estos dichos: el príncipe, en la duda, no se presume que usa de la 
plenitud de potestad; esto falla, no obstante, cuando de otra manera, sin plenitud 
de potestad, el acto no tuviese validez; y sin embargo la plenitud de potestad se 
dice cosa odiosa123. 

Pero no sólo nos remite al poder absoluto del príncipe, a su desvinculación del 
derecho, el uso de la cláusula de plenitud de pocescad o de potescad absoluta, ya 
que existe otra cláusula quizá aún más concluyence, la cláusula non ohstante lege, o 
11011 obstantibus, que afecta directameoce al contenido del poder absoluto y solía em­
plearse en todo tipo de dispensas y de rescriptos contra i11J. Se trata de una cláusula 
reservada exclusivamente al príncipe, pues como recuerda Guciérrez no es lícito 
usarla a cualquiera en sus disposiciones, sino sólo al príncipe, a quien únicamente 
esta facultad se concede, porque como todos los demás a las leyes están sometidos 
no las pueden derogar1 24. El príncipe, pues, no estaba sometido a las leyes y las po­
día derogar, o relajar su cumplimieoco, aunque como bien se encarga de precisar a 
renglón seguido el placentino la utilización de esca cláusula por pane del rey, o del 
papa, estaba sujeta a mil cautelas y limitaciones•n. Muy restrictivo se muestra 
desde luego con las dispensas, por su condición de disposiciones contra iUJ, contra 
el derecho común, y específicamente en materia de dispensas para contraer matri­
monio. Las dispensas son odiosas y de estricta interpretación, dirá, de modo que 
no caben extenderse de un caso a otro, ni siquiera vale en ellas el argumento de 
mayor a menor• 26. O como igualmente apuntará con un viejo aforismo de la cano­
nística clasica, la dispensa que se hace sin causa no se dice dispensación sino disi­
pación• 21. 

4. 5. Absoluto y limitado. Límites provenientes de los ordenamientos no positivos 

¿ De qué derecho estaba desligado el príncipe ? ¿ Cuál es el contenido del po­
der absoluto ? El príncipe está desvinculado de las leyes12s, pero no de todas. Juan 
Gutiérrez lo señala con empecinamiento, en multitud de oportunidades. El prín-

123. Can1J11ican1111 Q11aation11111, Lib. l, cap. 2, núm. 6-8. 
124. Rtpttitiones Stx, L. Ncmo Pocesc, n. 1 H. ampliado en núm. 158 - 160. 
125. Rtpttiliones Stx, L. Nemo Pocesc, núm. 161-1 78. 
126. Canonitar11m Q11aationx•, Lib. 11, cap. 15, núm. 124- 128. 
127. Disptmatio q1UU sin~ ta11sa sit , non diá1,,,- di.spmsario, s«i po1i111 diJ1ipa1io, según expone en Cano­

nlfar11111 Q11aali01t11m, Lib. 1, cap. 17, n. 43. 
L28. O escá {tiene pocescad) sobre el derecho, según expres16n que vemos utilizada por él en un pa­

saje donde recoge las dos formas de legicimaci6n: una por disposición del derecho, por subsiguiencc ma­
trimonio, y ocra por rescripco del príncipe, q111 s11pra illl, q110 inhabilitatts illtglli1'1'Wllnl in1rod11r1as s11nr, po1t1-
1a1t111 habtt. En Canonicar11111 Quaes1io1111n1, Lib. 111. cap. 74, n. 24. 
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cipe, sea rey o papa, no está sometido al derecho positivo, civil o canónico, pero en 
cambio está sujeto al derecho divino, al natural y al de gentes. En defensa de la re­
ligión y de los clérigos, de la familia y el matrimonio, de la dignidad monárquica, 
del reino y demás corporaciones territoriales, de la nobleza, de la propiedad y de 
codos los derechos adquiridos, de modo que el príncipe pudiera reproducir el or­
den de privilegio pero no pudiera abolirlo. 

La distinción en la naturaleza de los derechos, de los ordenamientos, aparece 
de forma nítida en la cuestión de si el príncipe puede conceder hábitos y enco­
miendas a nobles de privilegio. Para Guriérrez no hay duda de que lo puede hacer. 
Este es uno de sus argumentos: si el príncipe dijera a alguno que se tuviera como 
ciudadanol29, todavía gozará de todas las honras y privilegios de los que gozarían 
aquellos que son nobles de sangre, puesto que en estos privilegios y honras que 
descienden de la ley positiva, o de las costumbres y usos humanos, nada hace que 
se diga que alguien sea noble o por noble se tenga, pues la naturaleza a todos los 
hombres los hizo libres e iguales. Las honras, sin embargo, la nobleza y los privi­
legios que competen a algunos, por costumbres, leyes positivas o por el principe 
fueron introducidos, de donde nada hay que admirar si por los mismos príncipes 
y por las leyes de este modo pueden ser concedidos a los plebeyos las honras y pri­
vilegios. 

Hay otros argumentos en la misma cuestión y de mayor fuerza. En particular, 
tomando una nueva semejanza: la de quienes obtienen carcas de naturaleza para 
prebendas y beneficios eclesiásticos, no obstante las leyes que prohiben conferir a 
los extranjeros tales dignidades, con la consecuencia de que se les admitiría como 
a los originarios de los reinos. A él le parece verdadera esta resolución, y procede 
de derecho, puesto que a nuestro rey, que en las cosas temporales no reconoce su­
perior, y así es legislador, pertenece conceder las dichas honras, privilegios y exen­
ciones, pro /ibit11 Juo ex plenit11dine potestatÍJ, ya que dichas honras y privilegios fue­
ran introducidos por costumbres y leyes positivas, y él es ley viva130. 

En cambio, también sostendrá en la misma cuestión, si la razón puede abolir 
los derecho civiles, no lo puede respecto a los derechos nacurales131. Más aún, el rey 
no puede suplir los defectos naturales ni quitar los derechos de sangre, pues aun­
que el príncipe sea cabeza del derecho civil, está sin embargo bajo los pies del de­
recho nacural, conforme decía Baldo, bien que sí puede conceder los efectos, los 
cuales son concedidos por derecho civil a la nobleza y cabe extenderlos a los no na-

129. Dencro del tema enunciado, como argumento para reforzar su opinión, somete a crítica esta 
afirmación: El que no nació ciudadano, si para codas las cosas es hecho ciudadano, puede ser prior o con­
sul de la ciudad o del colegio de doctores, así como si fuera ciudadano originario, especialmente cuando di­
jera el estatuto que fuera como los originarios. En Practicarum Q11autio1111m, Lib. IV, Quaest., Lib. IV, Qua­
est. 7, n. 14. 
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130. lbükm, n. 17. 
l31. lbidem, n. 20. 
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cidos nobles, como argumento definitivo en favor de su tesis, de distinción esco­
lástica 132. Precisamente sobre la concesión de los efectos de la nobleza de sangre a 
los que la han adquirido por privilegio del príncipe, siendo no nobles de naci­
miento, volverá en otra oportunidad y con la misma resolución, esco es, que el 
príncipe como legislador los puede otorgar porque son de derecho civil133. 

La materia de leg itimación de hi jos sirve a Guciérrez para reafirmar sus pos­
tulados. De este modo, de acuerdo con Juan García, dirá que el legitimado -habla 
de los hijos espurios- es propiamente legítimo por lo que afecta a los efectos de de­
recho, que los príncipes pueden quitar o conceder, pero no en cuanto a los efectos 
naturales• }4. 

Si bien el autor se mostrará todavía más expresivo en relación con el papa, y 
en la misma materia de legitimación, de hijos incestuosos ahora, pero que llevaba 
consigo también la dispensa de impedimentos matrimoniales entre consanguí­
neos, ya que se trataba de prole nacida de coito matrimonial. Arranca Gutiérrez 
de una afirmación ya conocida: codo lo que justamente puede hacerse por un ca­
non humano puede hacerse por el papa, como el mismo sea padre y autor del ca­
non, y del mismo modo que el emperador es ley animada el Sumo Pontífice es ca­
non animadon>. Luego recuerda que cuantas veces el impedimento de 
matrimonio es de derecho positivo, esto es canónico, precisa, si el papa usa de la 
palabra legitimación y no dispensación, el papa podría hacer legítima a la prole 
en cuanto a uno y otro foro, puesto que puede quitar el impedimento inducido 
por el canon, y así puede el matrimonio validar. Otra cosa sería si el impedimento 
fuese de derecho divino, pero en codo caso los actos de derecho positivo puede el 
papa dispensar y retrotraer aJ momento de su celebración•36, pues el papa acerca 
de aquellas cosas que son de derecho positivo tiene potestad de revocarlas ex tune, 
esto es retro• 37. 

Pero el autor insiste y precisa más la cuestión. Porque, según pone de relieve, 
tanta es la potestad del papa respecto a los efectos de derecho positivo que puede 
quitar la constitución también en cuanto a los efectos pretéritos. E incluso, según 
dirían las clementinas y Juan de Imola, y concluiría el Cardenal, el papa puede, en 
cuanto al efecto, que no sólo se rengan por no hechas aquellas cosas que son he­
chas, sino que también lo no hecho se tenga por hecho. Tanta es la plenitud de po­
testad del papa, continúa, que puede revocar codas las leyes dadas por sf o por sus 
predecesores con todos sus efectos, así que se juzguen revocadas desde el tiempo en 
que fueron hechas. Pero, eso sí, y aquí entran las limitaciones, siempre que los im-

132. lbi@n. n. 21. 
133. Praniramm QJ1at1tion11m, Lib. IV, Quacst. 8, núm. l ~ y 36. 
134. Prartirar11111 Q11at11ion11m, Lib. IV, Quacst, 73, n. 22. 
135. Canonirar11m Q11at1tion11m, Lib. 111, cap. 74, n. l. 
136. lbidm1, n. 3. 
137. lbitkm, n. 4. 
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pedimentos fueran establecidos por leyes emanadas del papa y no se debieran a le­
yes naturales y divinas. Caso de que emanen del papa, éste puede revocarlas con co­
dos sus efectos, hasta el punto de que se consideran revocadas no sólo desde ahora, 
ex nunc, sino desde el t iempo en que fueron hechas, ex t11ncl38. 

En otros muchos pasajes del autor queda reforzada esta doctrina de la desvincula­
ción del príncipe respecto del derecho positivo y del simúltaneo sometimiento a los 
derechos divino, natural y de gentes. Así ocurre cuando habla de la tutela del rey me­
nor y rechaza opiniones de Bánolo, Baldo y El Abad, quienes distinguían en relación 
con la capacidad del rey puber entre accos de simple jurisdicción y otros que afectaban 
a la administración del reino, cuando para él, siguiendo a Charles du Moulin, también 
en la administración de simple jurisdicción y en el juzgar se requieren ciencia y ma­
durez de menee y consejo, pero no sólo por derecho positivo, al cual en cuanto tal no 
están sometidos los reyes, sino asimismo por derecho natural y divinol39. 

De nuevo observamos estas ideas cuando trata del alcance de la intervención 
del príncipe en los testamentos, donde con una táctica netamente escolática pri­
mero expone los argumencos más favorables al poder del príncipe y luego los que 
lo restringen, utilizando en uno y ocro caso los mismos instrumentos, pero mien­
tras en un caso se amplía el ambito del derecho civil, en el otro se cercena, excen­
diendo por el contrario el campo del derecho natural y de gentes. En este sentido, 
referirá el aucor la opinión de que el príncipe puede hacer que ni por adición se ad­
quiera la herencia, o que los herederos no representen al difunto, como también 
puede quitar todos los defectos del testamento, puesto que todas estas cosas se in­
ducen del derecho civil140. De forma semejante relata el parecer, entre otros de 
Paolo di Castro, y Currio Junior que la llama común, según la cual puede el prín­
cipe legitimar al espurio en perjuicio de los que vienen ab intestato, dado que la su­
cesión y la adquisición de la herencia son de derecho civil141. Más aún, esto ocu­
rriría no sólo delata la herencia, sino también adita, e incluso possesione aprehensa, 
conforme sostiene Decio, porque esce dominio es de derecho civil y el príncipe lo 
puede quitar ya que está sobre todo derecho positivol42. 

Para Guciérrez, sin embargo, es falso que el príncipe pueda quitar la herencia 
después de aprehensa, puesto que aunque el modo de adquirir sea de derecho civil 
según la común opinion, el dominio ya adquirido es de derecho de gentes. Y lo 
mismo se ha de decir respecto de la herencia ya adita, concra Jasón, puesto que con 
Ja adición de la herencia el dominio de la herencia se nos ha transferido y el prín­
cipe no puede quitar aquellas cosas que son de derecho de gentes, a no ser con causa 
legítima, conforme entre otros sostienen Bernardo Díaz de Lugo y Martín de Az-

138. Canonícarum Q1111es1íon11m, Lib. lll , cap. 74, núm. 6-7. 
139. De 1111tlis et (J(rÍs , cap. 18, n. 5. 
140. Rtj>etítíones Stx, Repcririo L. Nema poresr, n. 68. 
14 l. Ibídem, n. 69. 
142. Ibídem, n. 70. 
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pilcueta l43. Pero aun enconces, cesando la causa por la que el príncipe quita a uno 
su cosa debe hacerse restitución de la mismat44, y desde luego cuando el príncipe 
quita a uno un bien debe encenderse entregando precio a cambio, según defendían 
Arias Pinel y su maestro Antonio de Padilla, como también decían Arias Pinel, 
Juan de Orozco y Gregorio López que esto ocurría incluso cuando la causa por la 
que el príncipe quita a uno una cosa fuera justísima 14~. 

Por otro lado, el príncipe no puede legitimar a un espurio en perjuicio de los 
que vienen ab intestato si la herencia ya ha sido adquirida, ha.ereditate iam quaesita, 
a no ser también por causa legítima y dando un bien a cambio, y no puede porque 
por la adición se han convertido en señores de ella, de modo que una vez adquirida 
es ya de derecho de gencest46. La herencia, después de adita, no se dice más heren­
cia sino patrimonio del heredero y de ninguna manera puede quitarla el príncipe 
en perjucio del derecho y del dominio adquirido por el heredero, salvo por causa 
pública, según el autor•41. 

No obstan a estas tesis los problemas derivados de la falta de las solemnidades 
requeridas por el derecho, que para algunos probarían que el testamento es de de­
recho civil. En esca línea, Baldo pensaba que del testamento menos solemne no se 
origina obligación civil ni natural, puesto que el testamento pende del derecho ci­
vil en su forma y origen. Otra opinión sostenía, en cambio, que si la facultad de 
testar es de derecho civil en relación con la forma y solemnidad, en cuanto al ori­
gen y sustancia es de derecho de gentes y natural. Bárcolo y Fortún García, desde 
luego, hacían hincapié en la condición de derecho de gentes y natural del testa­
mento. A Guciérrez le parece más correcta esca segunda postura, de modo que del 
testamento menos solemne de derecho civil, pero perfecto de derecho de gentes o 
natural, se deriva obligación natural, partiendo de la distinción anees apuntada, se­
gún la cual en cuanto a la forma y solemnidad el testamento es de derecho civil, 
mientras que atendiendo a su origen y sustancia es de derecho natural. En este con­
texto Guciérrez no deja de traer a colación el parecer de Covarrubias, que decía que 
el príncipe sin causa no podía quitar a los hombres la facultad de testar, puesto que 
les compete por derecho de gentest4s. 

Los contratos son otra muestra magnífica, como el propio dominio o propie­
dad y los testamentos. En varios momentos se refiere a la cuestión, pero donde más 
explicitamence lo trata es a propósito del privilegio de recaudar alcabalas conce­
dido por el rey, que para el autor no puede ser revocado puesto que pasó a fuerza 
de pacto y convención. El príncipe, precisa, a no ser con justa causa no puede qui-

143. Ibídem, núm. 70-7 l. 
144. Ibídem, n. 72. 
145. Ibídem, núm. 73-74. 
146. lbidttr1, n. 75. 
147. Ibídem, n. 76. 
148. lbidttr1, núm. 77-81. 
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tar el derecho adquirido por contrato, incluso en expectativa, ius quaesitum ex con­
tractu, etiam in spe, de forma muy distinta a lo que ocurre con los privileg ios gra­
ciosos, que sí los puede revocar, incluso sin causa. Pero si el príncipe puede revo­
car los privilegios graciosos y no los privilegios que pasaron a fuerza de contrato y 
convención, por causa onerosa o por servicios prestados, se debe a que no puede el 
príncipe quitar aquellas cosas que son de derecho de gentes, corno son los contra­
tos, salvo con causa legítima y aún entonces entregando un precio o bien a cam­
bio. Más todavía, el privilegio concedido por el príncipe que pasó a fuerza de con­
trato, mediante precio o prestación de servicios, no puede derogarse por la cláusula 
general non obstantibus, lo cual es muy verdadero y conforme con el derecho natu­
ral, según concluyet49. 

Muchos otros ejemplos hay en la obra de Gutiérrez que aseveran esta limita­
ción del poder del príncipe derivada de su sometimiento a los derechos divino, na­
tural y de gentes. Así ocurre con la citación de la parce en juicio concradictorio, en 
el proceso, pues como sea defensión se considera de derecho natural, si no es que 
no tiene su origen en la divinidad, y el príncipe no la puede quitar, de modo que 
ni él mismo puede conocer y juzgar sin citar a la parce. Si bien Loazes decía que el 
príncipe podía quitar la defensión y la citación con justa causa150. Esta limitación 
del príncipe se movía dentro de un tenor más amplio de raciocinio, según el cual 
el príncipe ha de administrar justicia por razón natural, ya que de otra manera, si 
no diera su derecho a cada uno, sería un tirano, de acuerdo entre otros con Diego 
Pérez y Antonio Gómez 151. 

Todavía expondré un nuevo supuesto, el de la legítima, o competentes ali­
mentos en su defecto, que de derecho natural se debían dejar a los herederos, y no 
podían quitarse in totum por rescripto del príncipe. Cosa distinta ocurría con su 
cuota o cuantía, que era de derecho civil o positivo y podía disminuirse o mode­
rarse. Tanto era esto así, que según Gutiérrez no valía la facultad regia para fundar 
mayorazgo de todos los bienes si no se dejaban congruos alimentos a los demás hi­
jos, o la legítima, atendiendo para su cuantía a la cualidad de las personas y al va­
lor de los bienes. Su postura, que era mayoritaria, venía avalada por muchos nom­
bres: Tiraquello, Menochio, Paolo d i Castro, Alciato, Arias Pinel, Palacios Rubios, 
Gregorio López, Antonio Gómez, Molina, Rodrigo Suárez, Mieres, Montalvo, Ro­
jas, Cifuences, Bernardo Díaz de Lugo o Covarrubiasl52. 

149. De Gabellis, Quaesc. 4, núm. 6-9. remiciéndose a sus Rtpetititfonts Sex, Rep. L. Nemo pocesc, 
núm. 71, 73 y 175. Véase asimismo: De iurammto confirmatorio, Part. 1, cap. 5, n. 34 y Praftirarum Quau-
1ion11m, Lib. II , Quaesr. 75, n. 6. 

150. Pratticarum Quautionum, Lib. lII y IV, Quaesr. 17, n. 230 y Canonicar11m Q11aution11m, Lib. U, 
cap. 16, núm. 4-7. 

15 l. Canonicarum Q11aes1ion11m, Lib. Il , cap. 16, n. 5. 
152. Sobre todo ello, Pratticarum Q11aestion11m, Lib. V, Quaesr. 82, núm. 9-16, y ya más específica­

mente para el mayorazgo, Canonicarum Q11atstion11m, Lib. 11, cap. 14, núm. 1, 29 y 37-43. 
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En fin, de los límites del poder del príncipe derivados de la distinta naturaleza 
de los órdenes normativos nos habla una afirmación más general del doctor Gu­
tiérrez, de conformidad con la cual el rey o príncipe no puede disponer algo acerca 
del matrimonio o de otras cosas espirituales porque el inferior no puede desatar la 
ley del superior15?. De forma semejante, por cierto, según se recordará, a como el 
propio autor negaba a los inferiores y súbditos capacidad de interpretación de las 
leyes del príncipe, pues a su entender iba contra el derecho natural y divino, ade­
más de la contradicción que llevaba consigo ser a la vez inferior y superior• 54. Bien 
que al príncipe no se le dejará sin escapatorias, lo veremos a propósito de la doc­
trina de la causa, ya que con causa, de condición pública, el príncipe podía actuar 
contra el derecho natural y de gentes, y también lo observarnos con relación al de­
recho divino, porque al decir de Gutiérrez, en tesis muy compartida por los juris­
tas, aunque el príncipe no puede disponer contra la ley divina, sin embargo sí la 
puede distinguir, interpretar y declarar1ss. O dicho de otro modo, aunque el dere­
cho civil no puede quitar el derecho divino, puede no obstante distinguirlo y de­
clararlol56. E incluso más, puesto que con causa, con causa racional, con apea causa, 
puede el papa dispensar acerca del derecho divioom. 

4. 6. Absoluto y limitado. La defensa de los derechos adquiridos o de terceros 

Si el príncipe está limitado en su actuación por los ordenamientos no positi­
vos, como superiores a él, lo es por la defensa de los derechos de terceros o dere­
chos adquiridos, que está obligado a salvaguardar y proteger, fueran particulares o 
corporativos, y cuanto más antiguos, mejortss, como garante del orden de privile­
gio en el que se sustentaba la sociedad señorial, que esa era la función de la mo­
narquía. 

Que el príncipe estaba obligado a respetar los derechos adquiridos o de terce­
ros, de manera nada incompatible con la concesión de gracias y privilegios, se com­
prueba por distintas formulaciones, bajo capa de axiomas o de tópicos, en sentido 
positivo o negativo, que Gutiérrez reitera en sus escritos, siguiendo las máximas 
del ius commrme. En otras ocasiones, en cambio, la misma doctrina aparece más di­
fuminada en el cuerpo de sus argumentaciones sobre distintos supuestos que afec­
tan al poder del príncipe. 

153. Pr1Utirarum Qwus1ian11m, Lib. 11, Quaesc. 1, n. 6. 
154. Prarti<Arum Q11ae.Stian11m, Lib. IV, Quaesc. 61, n. 18. 
15 5. Y pone un conocido ejemplo, el de los eeseigos, que por derecho divino valen para prueba dos 

o eres, mieneras que para el derecho civil se exige un mayor número de ellos. En Prarticarum Q11aeslion11m, 
Lib. II, Quacsc. 1, n. 18. 

156. Dt i11ramento confinnarqriq, Prim. Pare .. cap. 1, n . 73, con e l m ismo supuesco de los testigos. 
157 . Canonicar11m Q11ae.rtion11m, Lib. 1, cap. 17, n . 43. 
158. En Prarticar11m Q11ae.rtiun11m , Lib. III y IV, Quaesc. 14, n . 26, enconccamos esce principio: No­

bilitaJ q11anlo antiq11or tanto nobilior, perf«tior et honoratior. 
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De esce modo, nos encontramos en Gutiérrez con el d icho de que la gracia he­
cha por el príncipe, que a sólo el príncipe perjudica, en perjuicio del concedente 
se ha de incerprecar amplísimamencel59. Con el mismo sig nificado se expone otras 
veces de forma positiva: Los privilegios se deben interpretar amplia y favorable­
mente cuando no dañan el derecho de tercero ni de alguno hacen perjuicio160. O 
con una expresión más sencilla: El beneficio del príncipe o privilegio se ha de in­
terpretar latísimamencel61. En cambio, de manera discinca, dirá también que los 
beneficios del príncipe se han de interpretar estrictamente para que no perjudi­
qúen a cercero162. Si bien es quizá más habitual que el placentino utilice una for­
mulación algo más compleja, donde junco al aspecto positivo en favor de la facul­
tad de privilegiar del rey, se recojan también Las cautelas en defensa de los derechos 
de terceros. Suena así: Los beneficios del emperador o del p ríncipe se han de in­
cerprecar lacísimamence, principalmente cuando se traca de un privilegio que va en 
solo perjucio del concedente, y se limita cuando va en perjuicio de tercero163. No 
falca en Gutiérrez tampoco una presunción general en favor de los derechos ad­
quiridos, de los derechos de terceros: En la duda no se juzga que el p ríncipe quiera 
perjudicar el derecho adquirido por ocro164. Pero también es general orca presun­
ción: La ficción no procede en perjuicio de cercero 1 6~. 

Esca doctrina la expresa Gutiérrez en muchos supuestos. La observamos hasca 
la saciedad en una cuest ión que coma su mocivo de si los privilegios de nobleza, de 
inmunidad, concedidos por el emperador Carlos, como emperador, a sus súbditos 
y originarios de sus reinos, se encendían, o no, solamente concedidos en las cierras 
del imperio; por lo que pudieran perjudicar a los derechos adquiridos de los reinos 
de Castilla, que Guciérrez interpreta, y p retende probar, que no es el caso166. En 
esca cuesci6n encontramos el aserto de que en la duda no se juzga que el príncipe 
quiera perjudicar el derecho adquirido por ocro167. También se recoge la afirma­
ción de que el príncipe no puede derogar el derecho de ocro adqu irido de gences168, 
y ni siquiera el dominio adquirido de derecho civil, salvo con causa169. Asimismo 

159. Prart1C<tn1111 QMaariqn11n1, Lib. 11, Quacsc. 75, n. 3. 
l 6o. Praxis Crimina/is, Qu~sr. l 13. n. 17. 
161. lilltgationu, Tertia Allegario, n.4, Canonicar11n1 Q11at1tion11m, Lib. J, cap. 2. n. 3 y Praxis Cri-

111i11ali.r, Quncsc. 11 3, núm. 16 y l 9. 
162. En Prac11car11m Q11atJtio1111111: Lib. llJ y IV, Quaesr. 22, n. 11; Lib IV, Qu~c. 11 , n. 37; Lib. IV, 

Quaesc. 56. n. 4. Asimismo, Ca11011icarMm Q11amio1111m, Lib. 111, cap. 74, n. 32. 
163. Puede verse, con mínimas variantes de redacción, en Pramcar11n1 Q11au11onMm: l ib. Jll y IV, 

Quaesc. 22, n. 1 O: Lib. IV, Quaest. 11 , n. 2 y Quacst. 56. n. 4. Tambit'n en Ca11011iC<trMtn Q11t1tS1ionxn1, 
Lib. 11, cap. 21, núm. 5 y 121-123. 

164. Praaicar11m Q11MS1ÍqnJ1m, Lib. IV, Quaesr. 11, núm. 9 y 38. 
165. Dt ga~llis, Quaesc. 88, n . 22. 
166. PrartiC<tr11m Q11=tio111u111 Lib. IV, Quaesc. 11 . 
167. lbidem,n. 9. 
168. lbidn11, n. 10 
169. lhida11, n. 11. 
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aparece en ella otro postulado: De ningún modo, incluso de plenitud de potestad, 
puede el príncipe derogar el derecho de los llamados a la sucesión del mayorazgo, 
aun cuando no renga ius delatum a la misma, a no ser por causa públical70. De lo 
cual infiere, por semejanza, que la legitimación concedida por el príncipe en per­
juicio de los sustitutos llamados requiere causa pública, que conste la citación de 
los mismos y que se les de un bien a cambio17 1• Naturaleza restrictiva tiene otro 
de sus dichos, que a las palabras y declaración del Sumo Pontífice - extensible al 
emperador y rey que no reconoce superior - plena fe se les ha de dar cuantas veces 
su gracia o intención se funde sobre aquéllas, si bien no procede cuando se trata de 
grave perjuicio de orrol72. En la misma línea se mueve otro de sus argumentos: 
Que pese a que los beneficios del príncipe y del emperador se han de interpretar 
ampliamente, los privilegios del príncipe no se han de interpretar de modo que se 
hagan contra la voluntad del concedente, o para que concluyan muchos especiales, 
porque aunque una dispensa sea favorable muchas son odiosas. Y en el supueco de 
que trata, el privilegio se ha de interpretar escriccamenre, de modo que el empe­
rador no quiso extender el privilegio a las tierras de España, de Castilla, que para 
eso lo podía haber dicho de forma expresa173. En fin, con esco finaliza, los benefi­
cios del príncipe se han de interpretar estrictamente cuando se trata de perjuicio 
de tercero, de perjuicio público de los súbditos de estos reinos. Porque aparte de 
que en la duda nunca parece que el príncipe quiera perjudicar el derecho de otro, 
dichos privilegios- de inmunidad- no tienen derecho adquirido en nuestra especie 
en cuanto a los reinos de Castilla, que perjudicarían a la pública utilidad de estos 
reinos. Por tanto ha de juzgarse que por sus privilegios no quiso perjudicar el em­
perador y se han de restringir para que a los bienes y hombres de estos reinos no 
perjudiquen 174. 

En la cuestión acabada de referir Gutiérrez defendía los derechos adquiridos de 
los reinos de Castilla frente a las cierras del imperio, aunque no deja de hacer alu­
siones a la defensa de la familia y de la propiedad. En otras ocasiones volverá el au­
tor sobre estos grandes temas, según observamos en una cuestión donde se mezcla 
el limitado alcance que a su juicio debe tener la intervención del papa en las cosas 
temporales de fuera de las cierras de la iglesia con la defensa más firme del matri­
monio y de la familia. En efecto, se trataba de una legitimación papal con efectos 
temporales y sucesión de mayorazgo en Castilla, como también se trataba de una 
legitimación de hijos incestuosos y de la dispensa de los impedimentos de matri-

170. Ibídem, n. 12, con citas de Paolo di Castro, Covarrubias, Menchaca, Burgos de Paz, Molina, Si­
mancas, Amonio Gómez, Sarmiento y Peláez. 

17 l. lbid~t, n. 13. 
172. lbükm, núm. 19-2 1, y 22-24, donde se defiende el í111 qlkUJí111m de rerceros, al que no pueden 

perjudicar las declaraciones del príncipe. 
173. Ibídem, núm. 35 y 36. 
174. lbídm1, núm. 37-38. 
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monio entre consanguíneos de segundo grado17~. Pues bien, en esca situación, y a 
lo largo de dist intos números del capítulo, Gutiérrez nos ofrece de nuevo la doc­
trina de los derechos adquiridos o de terceros, que tendrá uoa peculiaridad respecto 
del caso precedente, y es que no sólo se ocupa de los iura iam quaesita, sino que 
también dedica su atención a los perjuicios que se podían ocasionar a los iura in spe 
quaesita116. 

En los mismos términos se manifiesta el autor en otro episodio, que no aban­
dona los ámbitos de la familia y de la sucesión hereditaria y se centra en los hijos 
espurios. De acuerdo con el placentino, el príncipe no puede legitimar a un espu­
rio en perjuicio de los que vienen ab intesta/o, hatreditate iam quaesita, a no ser por 
legítima causa y dando un bien a cambio. Pero el príncipe, sin causa pública, tam­
poco puede derogar el derecho, incluso quaerendo, de los llamados a la sucesión del 
mayorazgo después de la aceptación del primer llamado, porque se entiende que lo 
hace en nombre de toda la familia177. 

No son distintos los enunciados en materia de contraeos, que como la sucesión 
hereditaria sirven para adquirir la propiedad. Según Gutiérrez el príncipe no puede 
quitar sin justa causa el derecho adquirido por contrato, incluso en expectativa, de 
modo distinto a lo que ocurriría con los privileg ios graciosos178 • 

Podíamos seguir narrando otros casos en beneficio de la dignidad regia, o de 
particulares, sin embargo, para finalizar este apartado, voy a hacer hincapié en un 
aspecto de los derechos adquiridos muy valioso en una sociedad de privilegio. De­
seo referirme al significado que atribuye Gutiérrez a la posesión inmemorial, cos­
tumbre inmemorial o prescripción inmemorial, en realidad otro modo de adquirir 
la propiedad, ahora por el transcurso del t iempo, por antigüedad, siempre que sea 
sin contradicción. Al decir del canónigo de Ciudad Rodrigo, la posesión inmemo­
rial tiene fuerza de título y privilegio obtenido legítimamente del príncipe179. O 
con otras palabras, la costumbre inmemorial ciene fuerza de privilegio•so. De va­
lor, pues, cuando menos equivalente a un privileg io formal del príncipe, pero te­
nía notables peculiaridades a su favor, como es que en la posesión inmemorial no 

1 n. Canonicar11m Q11aurion11m, Lib. 111, cap. 74. 
176. lbidtm, núm. 8-10, 26-27 y 32. 
177. Rtpttirionu Sex, Repec. L. Nemo potcst, núm. 69, n y 76. 
178. Dt Gabt/lis, Quaesr. 4, n. 7. O como también dirá: Los contratos, aunque inicialmcnre son vo­

luntarios, despu~ de hechos son necesarios, y no es lícito aparra~ del conrrato una vez que de él se ha de­
rivado dt>r«ho adquirido para otro, a q110 sttntl illJ tSI quaai111m alttr'i. En Praairan1m Q11aur111n11m, Lib. IV, 
Quant. 73, n. 3. Por otro lado, que los privilegios graciosos pucdt> de ordinario, rrg11'4riltr, quitarlos ti 
príncipt" sin causa, de.- conformidad con la opinión de Moüna, Covarrubias y Azevtdo, lo afirma en Praai­
canm Q11aes1ion11m, Lib. IV, Quaesr. 11, n. 30 . 

179. Prar1tcar11m Q11atStion11m, Lib. 111 y IV, Quaesr. 14, n. 70. Luego, en números 70-79, lo repite 
con diversas cxpresiont"S: La coscumbrc inmemorial tiene fuerza de asentimiento y privilegio dt>l rey; ciene 
fuer.i:a de ley y tiene fuera de título y concesión; se cient" por verdadero y solemne privilegio; tient" fuerza 
de conct-sión expresa por aquel qut> puede darla. 

180. D1 Gabtlli1, Quacst. ~. n. 2. 
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se requiere cierta ciencia del príncipe18t, o que goza de presunción en contrario, 
incluso contra disposición com únl82. 

En varios momentos Gutiérrez traca de la costumbre inmemorial, como ocu­
rre en el caso de las regalías, y especialmente respecto a la percepción de alcabalas, 
si prescribe o no contra el rey, que él sostiene que not83. También toca el tema con 
ocasión de la nobleza inmemorial de los vizcaínos, pero esta vez se muestra muy 
favorable, ya que no sólo no ha sido impugnada por el príncipe, sino que además 
ha sido confirmada por él, según expone184. Pero aún más, el aucor resalta la anti­
güedad de los privilegios de la nobleza vizcaína como un supuesto especial dentro 
de la defensa de los derechos de terceros que corresponde al rey. En palabras de Gu­
tiérrez, el rey -Felipe II- no consiente se haga agravio a ninguno, y menos a una 
nobleza can notoria y antigua como la vizcaína 185. El poder soberano y absoluto del 
rey, parece obvio a la luz de escas plabras, no era incompatible con la existencia de 
fueros y privilegios, por muy inmemoriales que fueran, que no sólo no abolía sino 
que confirmaba el monarca, y con cláusulas de plenitud de potestad o de potestad 
absoluta, según ya expusimos. 

4. 7. Absoluto y lfmitadíJ. La doctrina de la causa 

La doctrina de la causa tiene varias vertientes en la obra del doctor Guciérrez, 
como en toda la escolástica. Una de ellas se refiere a la formación de voluntad del 
príncipe y afecta a la validez de los actos, ya que para la validez de los rescriptos se 
necesita por parte del príncipe conocimiento de causa, que a menudo venía defor­
mado por la falsedad en las preces de los solicitantes, mediando obrepción y su­
brepción. De ahí las cláusulas de los rescriptos, una tácita, presupuesta en todos 
ellos, si preces veritatt nitantur, relacionada con los peticionarios, y otras expresas, las 
de motu proprio y ex ctrta scientia, de parce del príncipe, que tenían la virtualidad de 
dejar constancia de que el príncipe actuaba de forma consciente, sabiendo lo que 
hada. 

A cales efectos Gutiérrez disting ue dos tipos de causas: la causa final y la causa 
impulsiva. la causa final es aquella que mueve principalmente al agente y hacia la 
cual se dirige la menee fi nal del mismo. Esca causa final es la úlcima en cuanto a 
la ejecución y la primera en cuanto a la intención. Por ocro lado, causa impulsiva 
es aquella que fuera del fin último mueve al agente, da causa al acto y sin la cual 
no se llevaría a cabo el acto, llamada vulgarmente impulsiva porque impulsa a 
obrar y menos acertadamente por otros causa eficiente. La causa propiamente d i-

181. PractiC1Zr11m Q1111t.1tion11111, Lib. 111 y IV, Q uacsc. 14, n. 71. Cosa que dice en relación con la pres-
cripción inmemorial, en Practican1111 Q1111t.11io1111m, Lib III y IV, Quacst . 85-86, núm. 1-2. 

182. PrattÍC1Zr11m Q11at.11ion11m, Lib. lll y IV, Quaest. 14, n. 77. 
183. De Gabúlis, Quaesc. '.> . 
184. Praairannn QlúUStion11m, Lib. 111 y IV, Quaest. l 7, n. 120. 
l85. Practicar11n1 Q11aesrion11m, Llb. 111 y IV, Quaest. 17, n. 310. 
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cha es la final, es causa de causas, es sustancia y forma. Por el contrario, la causa 
impulsiva es abusiva e impropia. Se presume final aquella que según el orden de 
derecho debe ser final. En la dispensa, la causa expresa se presume que es siempre 
final. 

La falsedad o defecto de causa que viciaría el rescripto, gracia o privilegio del 
príncipe sería por falsedad y defecto de la causa final. De modo distinto, no vicia­
ría la disposición o concesión del príncipe la falsedad o subrepción de la causa im­
pulsiva. Aunque reconoce que es cuestión dudosa y controvertida la común sen­
tencia, según la cual la falsedad o subrepción y defecto de causa impulsiva, que no 
levemente mueve al príncipe, pero que si ella fallase sería más difícil la concesión, 
haría nula la misma gracia y disposición. El autor, después de largos raciocinios y 
de pasar revista crítica a las opiniones de Decio, Menochio, Azpilcuera y Covarru­
bias opca por una nueva distinción escolástica, de modo que si la falsedad o su­
brepción de la causa impulsiva grave o notablemente moviera al príncipe para con­
ceder la gracia, el rescripto o el privilegio viciaría la misma gracia, rescripto o 
privilegio, cosa que no ocurririría si solamente moviese al príncipe levemente186. 

Conforme puede apreciarse, los defectos de la causa final, si es que no eran 
también los de la causa impulsiva, se convierten en otros límites al poder del prín­
cipe, por vicios en su voluntad de obrepción y subrepción, que podían llevar con­
sigo la nulidad de sus gracias, privilegios y rescriptos. Pero además de este sentido 
de la causa, en Gutiérrez se descubre otro, que atiende a su justicia y afecta a la po­
testad del príncipe. Se erara de la justa o legítima causa, o causa de utilidad pu­
blica, que contemplamos en las más diversas cuestiones en que interviene el prín­
cipe. Porque Gutiérrez se muestra muy exigente con el príncipe, hasta el punto de 
poner en cuarentena la regla de que en el príncipe se presume justa causa, parci­
cularmence cuando anda el derecho divino de por medio187. Si bien, ha de quedar 
claro, esa es al menos mi intención, la doctrina de la justa causa resulta en el fondo 
ambivalente, pues si es cierco que limita la potestad del príncipe, igualmente sirve 
para amparar su poder, para justificar su actuación. En efecto, la existencia de la 
justa o pública causa es un requisito que se exige al príncipe en su iocervención en 
los asuntos relativos a intereses de terceros, o derechos adquiridos, que normal­
mente gozaban de la condición de derecho natural o de gentes. Sin embargo, no es 
menos verdad, si se da justa causa el príncipe está legitimado para actuar en esos 

186. Para lo dicho sob~ la docrrina de la causa impulsiva y final, Ca1t0nican1m Q111UStion111n, Lib. 11, 
Quacst. 1 '.5, principalmente núm. 1-41 y 104, y para la cláusula Ji Jwtns iwitatt mtant11r, oúm. '.52, 110· 
l 13, 122, 126 y 130. También sobre las mismas causas, en materia de dispensa de matrimonio entre con­
sangufneos o afines, Camm1rar11m Q11,m1ion11m, Lib. 1, Quaest. 15, núm. 12-23. Para el valor de las clásu­
las nro111 proprio y ex cma Jfimtia, véase, por ejemplo, Pr(J(tirar11m Q11atJtion11m, Lib. 111 y IV, Quaest. 17, 
n. 40 y SS. 

187. Se trata de l:i dispensa por el papa del matrimonio rato y no consumado, y dice que en este 
caso no procede la cu:ada regla porque el inferior no debe violar el cstaruro del superior sin apta caUS:I. En 
Canomcan1m Q11at11ion11m, lib. 1, cap. 17, n. 43. 
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supuescos, incluidos algunos de derecho divino. Al príncipe, en definitiva, no se le 
dejaba sin salidas en el uso de su poder, por más límites que se le impusieran. En 
la naturaleza del orden social de privilegio, de cuyo mancenimienco era su garance, 
que para eso tenía atribuida la faculcad de privilegiar, se encuentra la última ex­
plicación de eUotss. 

La ell:igencia de justa causa, causa legítima o necesaria, causa racional, o causa 
pública, que codas escas expresiones emplea Gutiérrez, recorre codas sus obras y se 
expresa tanto de forma positiva como negativa, de modo que unas veces se nos dice 
que con causa el príncipe puede actuar contra el derecho y en otras ocasiones re­
fiere que el príncipe no puede hacer algo que afecta al derecho de partes salvo con 
causa. En suma, en términos de qué puede y qué no puede hacer el príncipe. Los 
testimonios son abrumadores. Vamos a referirnos a algunos de ellos. 

De este modo señalará Gutiérrez que por causa, de méritos o servicios, puede 
el rey hacer a alguno hidalgo y otorgarle privilegio de libertad e inmunidad res­
pecto a contribuciones y moneda forerat89. Por jusca causa, por causa de remune­
ración, algunas cosas pertenecientes a la dignidad real puede el príncipe transferir 
a alguno por título de donación, haciéndole de este modo benemérico de la repú­
blica, expone Gutiérrez190. También sostiene que por causa, como l~ carestía, 
puede el príncipe aumentar la tasa de los granos19t. Por justa causa puede el prín­
cipe supremo prohibir la caza a sus súbdicost92. Asimismo con justa causa puede 
el rey dar licencia o facultad para excraer algunos bienes del mayorazgo y proceder 
a su enajenación193. Hasta con justa causa podría el príncipe quitar la citación y 
defensión t 94. 

Por lo que atañe de forma específica al papa, con justa causa puede éste eximir 
a algunos del pago de la décima de los frutos , y eso que las décimas fueron insti­
tuidas de derecho divino y natural para sufragar a los ministros de la iglesia por 
sus trabajos espirituales y cuidado de las almas195. El papa, si se da causa apta y ra-

188. A mi entender, es muy concluyente al CC$pccto un pQS&je del autor donde se cuestiona si el rey 
puede de derecho apartar de sí, de la regia dignidad, las alcabelas y demás dertehos reales. GuriérttZ ~ ma­
nifiesta limi tativo, pero no obscame nos dice que de ningún modo ~ sigue de eJlo resrringir a los reyes y 
príncipes la pocescad y facultad que de derecho tienen de conceder por jusca causa privilegios de impues­
tos a particulares y universidades por m~ritos, servicios, o prttio, o de otra manera. La ci ta se encuentra en 
DtGabtllis, Quaest. 4, núm. 21-22. 

189. Aunque sin causa podía el rey hacer simple hidalgo a uno que no era de linaje, pero sin liber­
tad e inmunidad de tributos, dado que esta aftttaba a interereses de terceros. Por eso considera que es más 
pleno el privilegio de nobleza que el privilegio de milicia armada. En PrtUticanlfn Q11atsti01111m, Lib. rv, 
Qua6t. l , núm. 9-11. 

190. Dt Gabtllis, Quaesc. 4, núm. 11 -12. V~ también nota 187. 
191. Pra<Ticarum Q11aestion11m, Lib. fV, Quaest. 61, n. 19. 
192. Canonicar111'1 Q11a1S1io1111m, Lib. 11, Quaesr. 27, n. l. 
193. Pra<TÍC4rum Quaarionum, Lib. U, Quaest. 74, n. 1. 
194. Según probaría Loucs, dice Gutiérrei: Canonicar'"" Q11aa1ion11m, Lib. 11, cap. 16, o. 6. 
19). Ca11onicar11111 Q11aestionum, Lib. U, cap. 20, núm. 26-28. 
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cional puede dispensar acerca del derecho divino196. Con causa, regularmente 
puede dispensar contra el derecho común, siempre que la causa sea legítima, apro­
bada por el derechol97. También el papa puede dispensar en el voto solemne de cas­
tidad o de religión para con el religioso con gran causa, júzguese por razón de la 
conversión del reino o de la paz, de modo que pueda tomar esposa198. 

Con expresión negativa, en cambio, habla de que no vale la habilitación de las 
mujeres para la sucesión de un feudo, ni siquiera de potestad absoluta, a no ser que 
fuera concedida por el príncipe por causa públical99. Asimismo refiere que nadie, 
salvo el papa, puede alterar la voluntad de los testadores, y para eso de plenitud de 
potestad, ya que no ordinaria, y con justa y necesaria causa, por ser la facultad de 
testar de derecho de gentes200. Tampoco puede el papa sin causa dispensar el ma­
trimonio rato y no consumado, ni aun de potestad absoluta y voluntad de ambos 
cónyuges2º1• 

La cláusula general non obstantibus, dirá en otro pasaje, no quita los privilegios 
del príncipe que pasan a fuerza de contrato, precio mediante o por servicios, o para 
pías causas, pues aquéllos sin justa causa el príncipe no puede derogar202. De ello, 
al igual, se infiere una práctica singular, prosigue, como es que si el rey o príncipe 
revoca todos los privilegios, gracias y concesiones hechas de todos los oficios de re­
gidurías o escribanías, incluso con la cláusula non obstantibus, por esta revocación y 
empleo de tal cláusula no se juzga que derogue los privilegios y gracias de estos 
oficios en los que intervino algún precio, o fueron concedidos por servicios, puesto 
que aquellos privilegios pasaron a contrato. Esto se prueba por el título de conce­
sión del oficio, donde suele ponerse y declararse, asegura203. Más aún, perfila su 
opinión, el rey sin justa causa no puede quitar estos oficios y la revocación de los 
privilegios y oficios del príncipe o rey antedichos sólo se ha de referir a aquellos 
privilegios que gracuitamente fueron concedidos y con nombre de privilegio sola­
mente permanecieron, pero no a aquellos que pasaron a fuerza de contrato o para 
pías causas. En concreto, y es un ejemplo de la práctica, respecto a los oficios de 
nuevo creados por Enrique IV, no se debe entender la derogación si intervino al­
gún precio o fueron otorgados por servicios, puesto que semejantes privilegios pa­
saron a contraco204. 

Aunque todavía vuelve sobre la cuestión del contrato en otro episodio de su 
obra, remachando estas ideas. En concreto, según defiende Gutiérrez, el privilegio 

196. Canonirantm Q11áestio11Nm, Lib. I, Cap. 17, n. 41. 
197. lbükm, n. 43. 
198. Ibídem, n. 5. 
199. Prartirar11m Q11aestíonNm, Lib. IV, Quaest. 11 , núm. 14-15. 
200. Rtpetítío11es Sex, Rep. l. Nemo potest, núm. 81-83. 
20 l. Ibídem, n. 42. 
202. Ibídem, n. 175. 
203. Ibidtm, n. 176. 
204. lbíd(m, n. 177. 
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de recolectar alcabalas concedido por el príncipe no puede ser revocado puesto que 
pasó a fuerza de pacto y convención205, y más aún, el derecho adquirido por con­
trato, incluso en expectativa, no puede quitarse por el príncipe sin justa causa, al 
contrario de lo que sucede con los privilegios graciosos206. Desde luego, opina Gu­
tiérrez, a lo dicho acerca de que el príncipe no puede revocar el privilegio de re­
caudar alcabalas concedido por el príncipe, no obsta que se sostengan otras cosas, 
como que el príncipe puede moderar, quitar y revocar el privilegio por él conce­
dido207, pues esto procede en los privilegios graciosos, que puede revocar, pero no 
en los privilegios que pasaron a fuerza de comraco y convención, por causa onerosa 
o por servicios prestados, ya que éstos no pueden ser revocados, porque no puede 
el príncipe quitar aquellas cosas que son de derecho de gentes, en cuanto que son 
contratos, sin causa legítima, y entregando entonces un precio o bien a cambio. 
Además de que el privilegio concedido por el príncipe que pasó a fuerza de con­
trato, mediante precio o prestación de servicios, no puede ser derogado por el prín­
cipe por la cláusula general non obstantibus, sentencia verísima y conforme al dere­
cho natural , concluye2os. 

No son éstos los únicos supuestos en que anda de por medio la exigencia de 
justa causa en el obrar del príncipe, pues también hay otros con carácter de prohi­
biciones, pero ahora más reforzadas. Así, en Gutiérrez nos encontramos con la afir­
mación de que ni de plenitud de potestad puede el príncipe derogar el derecho de 
los llamados a la sucesión del mayorazgo, incluso si no tienen ius delatum, salvo con 
causa pública y dando un bien a cambio209. Otro aserto es que el príncipe no puede 
legitimar a un espurio en perjuicio de los que vienen ab intestato, adquirida ya la 
herencia, a no ser por causa legítima y dando un bien a cambio, puesto que al ser 
ya derecho adquirido, al ser señores de ella, al ser dominio, es derecho de gentes21º. 
Asimismo apunta Gutiérrez que sin causa pública no puede el príncipe derogar el 
derecho, incluso todavía no adquirido sino quaerendo, de los llamados a la sucesión 
del mayorazgo una vez que ha aceptado el primer llamado, puesto que parece he­
cha en nombre de toda la fami lia. Y si es capaz el heredero no debe rescindirse el 
testamento hecho de derecho por la autoridad del rescripto regio, salvo por causa 
pública y con un bien a cambio211. En fin, con un carácter más general, referido a 
la expropiación, no deja de advertir Gutiérrez que el príncipe no puede quitar 
aquellas cosas que son de derecho de gentes, o no puede quitar a uno su cosa, a no 
ser por causa y entregando precio, incluso si la causa es justísima2l2. 

205. De gabellis, Quaest. 4, n. 6. 
206. lbükm, n. 7. 
207. Lo decfan, entre orros, lnocencio y Angelo. En lbidern, n. 8. 
208. lbidem, 9. 
209. Pranicarum Quamionum, Lib. IV, Quaest. 11, n. 12. 
210. Repetitiones Sex, Rep. L. Nemo potest, n. 75. 

211. lbidem, n. 76, con citas de Paolo di Casero, Covarrubias, Menchaca, Burgos de Paz y Malina. 
212. Ibidem , núm. 71-74. 
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Pero, ¿qué es la causa pública, o la utilidad pública? Es un interrogante que 
no carece de importancia, como comprobaremos de inmediato, ya que ayuda a cla­
rificar la naturaleza de los límites del poder del príncipe, o dicho de otra manera, 
a qué intereses debía servir el príncipe según la doctrina de Gutiérrez. 

En principio, pública utilidad se opone a utilidad privada o particular. Así se 
deduce de una pregunta que se hace el autor sobre cómo se ha de entender la pú­
blica utilidad o necesidad que debe preferirse a la utilidad privada. Se está refi­
riendo a los estatutos de las ciudades, y dice que se puede proceder de pública uti­
lidad y necesidad cuando la universidad algo ordena que a sí principalmente 
aprovecha, de lo cual notable y considerable utilidad se recibe por el conjunto, per­
cipit in universum, aunque algún pequeño daño infiera a los súbditos particulares213. 

El mismo sentido observamos en un pasaje donde habla de los privilegios de mo­
nopolio de molino y horno ororgados por el príncipe, pues si los considera títulos 
legítimos, no deja de hacer una consideración restrictiva, y es la de que los reyes y 
príncipes deben advertir al conceder estos privilegios que no los den contra la uti­
lidad pública, no sea que por beneficiar a uno destruyan a los ocros214. 

Parecido significado encontramos en una cuestión que plantea la licitud de las 
leyes regias sobre la tasa de pan. Al canónigo mirobrigense le parecen justas por­
que responden, encre otras cosas, a la esencia de lo que debe ser una ley. Al sentir 
de Gutiérrez, las leyes no deben mirar a las cosas particulares, sino a lo común. De 
donde, continúa, no se dice ley injusta porque no sea de provecho particular, sino 
porque no sea para común utilidad de todos. La esencia de la ley, insiste, es que 
mire al bien común y a él tienda como un fin215. 

Sin embargo, no nos deben despistar escas declaraciones, que parecen de carác­
ter general y abstracto, y menos aún afirmaciones como que el privilegio de inmu­
nidad se ha de restringir como nocivo a la utilidad pública216, o la de que aunque 
una dispensación sea favorable muchas son odiosas2I7. No nos deben desorientar 
porque han de valorarse en su contexto, que es el de la sociedad señorial, de privi­
legio, discriminación y desigualdad jurídica, defendida por Guciérrez sin ambages. 
En su obra, los propios privilegios señoriales se consideran como de utilidad pú­
blica. Pruebas voy a aportar de ello. 

En una sociedad de privilegio como era la sociedad señorial castellana, los pri­
meros privilegios que había que atender eran los del señorío del reino y de su rey. 
Se llamaban regalías o derechos reales y aparecían como expresa manifestación de 
la soberanía regia, o de la dignidad regia. Por eso, estos derechos se decían im­
prescriptibles, y por lo mismo la persona del rey se consideraba sagrada, objeto de 

2 13. Pracrirarom Q11atstionum, Lib. IV, Quaesc. 33, n. 17. 
214. Practicamm Q11atstionum, Lib. IV, Quaesc. 34, núm. 1-2. 
215. Prarticarom Q11atstion11m, Lib. IV, Quaest. 61. núm. 21-22. 
216. Practicarum Quatstio11111n, Lib. IV, Quaesr. L l, n. 32. 
217. lbidem, nu. 35-36. 
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especial protección procesal, la que le otorgaba el crimen de lesa majestad. No voy 
a repetir ahora lo que antes se expuso a propósito de la condición soberana del rey, 
pero sí deseo manifestar que estas regalías se amparaban bajo la condición de uti­
lidad pública, como una ideología justificativa. En particular, hay un supuesto 
donde de forma explicita manifiesta esto el placentino. Se trata del derecho del 
monarca a percibir alcabalas en su reino, Gutiérrez parce de la idea de que los tri­
butos son injustos si se imponen sin causa, hace historia de esca gabela y afirma 
que si la causa de la concesión de alcabalas con Alfonso XI, por la lucha contra los 
infieles, fue jusca, mucho más urgía y escaba vigente en su tiempo, por las perver­
sas gences de Flandes y de Inglaterra, pertinaces en la herejía, aunque Felipe 11 era 
muro y ancemural concra canea inundación de infieles218, La lucha concra los in­
fieles, pues, servía de justa causa para legitimar la recaudación de alcabalas por 
parte del rey, al tiempo que expresaba cómo la defensa de la religión era un fin pri­
mordial de la monarquía. 

No sólo eran los derechos del señorío del rey, las regalías regias, lo que era ob­
jeto de amparo, porque también se protegían los derechos y privilegios de otros se­
ñoríos territoriales, caso del Señorío de Vizcaya. De la justicia de su causa dicta­
minó el autor y resolvió en el mismo sentido el rey y su Consejo. Felipe 11, que no 
consience se haga agravio a ninguno, mucho menos lo va a permitir con una no­
bleza tan antigua y notoria como la del señorío de Vizcaya, concluye2t9. 

Los señores laicos, la nobleza, son objeto de obsesiva preocupación y justifica­
ción por parce de Guciérrez. De la nobleza afirmará, siguiendo a Bárcolo, que es a 
semejanza de aquella nobleza que está en Dios220, y como aquel para Dios es no­
ble, al que Dios por su g racia le hizo grato para sí, del mismo modo es para noso­
tros noble al que el príncipe por su g racia le hace graco para sí221. Los nobles go­
zan de privilegios y libertades, como las de no ser presos por deudas222, la exención 
de cribucos223 o la de no ser somecidos a tormento ni a penas infamances224. Pero 
no se crea que escas libertades las tenían para provecho particular, porque según 
Guciérrez, hablando del privilegio de los nobles de no ser apresados por deudas ci­
viles, la ley regia que concede este privilegio a los nobles pública utilidad y no pri­
vada contiene, hasta el punco de que el noble de nacimiento no puede renunciar a 
este privilegio, por su condición de derecho públicom. 

218. De Gabe/lis, Quaesc. 2, núm. 2- 11 y 25. 
219. Prat'IÍUJNIJtt Q11aa1ion11m, lib. 111 y IV, Quaesc. 17. 
220. Pranicanmt Q11aa1ion11m, Lib. 111 y IV, Quaesc. 14, n. 34. 
22L. lhidem, n. 35. 
222. Prartirarum Quaationum, Lib. 111 y IV, Quaesc. 13, núm. 103-108 y Lib. JV, Quaesc. 14, 

núm. 1-7. 
223. Prartirarum Quaestioml!f1. Lib. 111 y IV, Q uaesc. 14 , núm. 37-38. 
224. Praairarum Q11aa1ion11m, Lib. IV, Quaescio 15, núm. 1 y10- 14 y Quaesc. 16, núm. 1-7. 
225. Dt iurammlo ronfirma/orio, Part. 1, oip. 16, n. 57. 
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Los privilegios de los nobles han sido establecidos por razones de utilidad pú­
blica y otro tanto dice Gutiérrez de su forma privilegiada de sucesión y dominio, 
el mayorazgo. Porque si es verdad, señala Gucierrez, que los derechos nunca indu­
cen y obligan a hacer mayorazgo o mejora, sino solamente lo permiten, esto lo es 
por el bien público y por pública ucilida<;i¡26. De este modo, si la facultad regia 
para instituir mayorazgo se concede con ~quella condición, que se dejen conve­
nientes alimentos a los demás hijos, aquella facultad será justísima. La causa pú­
blica que se observa en las instituciones de mayorazgo, continúa, es suficiente para 
justificar estas facultades y no se requiere otra causa extraña227. En cambio, las li­
cencias regias para enajenar mayorazgos son odiosas, porque van contra la volun­
tad de los testadores, que prohiben la enajenación, dado que parece que por ella se 
disuelve el mayorazgo, cuya conservación goza de favor público22ª. 

¿ En qué consiste esta utilidad pública del mayorazgo ? Para Gutiérrez la pri­
mogenitura encuentra su fundamento tanto en el derecho divino como en el natu­
ral, de gences y civil, regio y consuetudinario, y canónico, y sería introducida para 
la conservación de la fami lia229. En opinión de Gutiérrez, en la institución de ma­
yorazgo la nobleza y dignidad de la familia se sostiene, lo que interesa máxima­
mente a la república, y en particular sirve para que el nombre y memoria de los 
nobles se conserve, o el nombre y armas de los fundadores230. E incluso vincula el 
autor la suerte del mayorazgo a la suerte del reino, pues de él derivaría, como su 
cabeza, y cuantas veces hubiera duda en la sucesión del mayorazgo la interpreta­
ción se ha de recibir de la sucesión del reino231. 

En fin, como bien público también considera la inmunidad de la iglesia y de 
los. eclesiásticos. Porque para Gutiérrez, hasta los privilegios y exenciones que no 
tienen origen de derecho divino concedidos por reyes y emperadores a los clérigos 
no conviene derogar, porque como cristianísimos reyes siempre suelen mirar al 
bien de las iglesias y de los clérigos y aumentar los privilegios que les han conce­
dido como verdaderos protectores de ellas. Más todavía, según sentencia de todos 
los doctores, de acuerdo con Gutiérrez, la derogación y revocación de escas excep­
ciones redundaría de manera máxima en disminución de la libertad eclesiástica, 
que no puede disolverse por los príncipes temporales232. La suene de la monarquía 

226. Canonicarum Q11aestion11m, Lib. ll. cap. 14, n. 27. 
227. lbidern, n. 40. 
228. Pra<ticarum Q11aestion11m, Lib. ll, Quaest. 74, n. 2. De hecho, muchos eran los requisiros que 

se exigirían para enajenar bienes de mayorazgo que habían sido vinculados con facultad regia. Porque para 
la licencia regia de enajenaci6n se requiría previo conocimiento de causa en el rey, que los bienes vincula­
dos tuvieran más valor que el censo, que fue.ca necesario la redención del mismo y que- anres se vendieran 
los. bienes libres que los vinculados. En ello sigue a Molina, para quien la licencia no debe concederse para 
destruir el mayorazgo, sino para que se preserve y conserve. En Consi/ium, Consilium 18, núm. 79-83. 

229. Canonicarun Quaestionum, Lib. 11, cap. 14, núm. 23, 24 y 28. 
230. Ibidem, núm. 8-1 O. 
231. lbidem, núm. 25-26. 
232. DeGabe/lis, Quaest. 92, núm. 57-59. 
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estaba igualmente ligada a la suerte de los privilegios de la ig lesia, de los que era 
su protector el rey. 

4. 8. Absoluto y limitado. Límites dt forma 

Otro género de límites afecta a la validez de los rescriptos del príncipe y tiene 
su origen en defectos de forma. En concreto, hablando de la concesión de gracias y 
privilegios, se pregunta Gutiérrez si éstos se perfeccionan por la mera voluntad del 
príncipe, o si por el concrario se precisa la escritura, es necesaria la expedición de 
las cartas. El autor responde con una distinción escolástica: En cuanto a la perfec­
ción de la esencia y sustancia, es perfecta la gracia por la sola palabra del príncipe, 
pero no respecco de Ja forma y de la prueba, para lo que es necesario la escricura2H . 

O como dice en otro pasaje: En cuanto al ser de la gracia no se requiere la escri­
tura, la expedición de las carcas, ya que la gracia será inmediatamente perfecta si 
se pone en la suplicación la paJabrafiat, o concedido lo que se pide. Sin embargo, 
para hacer prueba en juicio se requiere la expedición de la gracia234• 

Cuestión de forma es el t iempo en que se adquiere el beneficio del prfncipe, si 
desde el momento de la concesión o de la ciencia, del conocimiento, pensando en 
la idea de que los beneficios del príncipe se han de interpretar de Ja manera más 
amplia posible. De acuerdo con Bártolo, recuerda el autor, si se habla de los privi­
legios generaliter es desde la ciencia, mientras es distinto el caso de Ja restitución 
del deportado, que se adquiere desde la concesión. La gracia del papa hecha en las 
cosas beneficiales no se ha de extender al beneficio del príncipe en el indulco de los 
delitos, resalta Guciérrez. Por otra parte, continúa, no parece que el papa o el em­
perador quieran alterar la forma de derecho en el rescripto, a no ser que esto lo ha­
gan ex certa scientia235. 

¿Expiran con la muerte del concedente las licencias otorgadas por el príncipe? 
Es una nueva pregunta que se formula principalmente en corno a las licencias o fa­
cultades regias para hacer mayorazgo. El placentino, de conformidad con Molina, 
piensa que no expiran con la muerte del concedente, aunque aquellos a quienes se 
les concediera no las usaran, siempre que las cartas de gracia, esto es las facultades, 
sean expedidas, pues cosa distinta sería si oo lo hubieran sido. La fuerza de esto 
escá, señala Gutiérrez, en que se crata de gracia concedida por el rey, que tiene po­
testad de concederla, por lo cual, cuando es perfecta por parce del rey, dura después 
de su muerte, aunque la parce no hubiera usado de la misma. Además de otro re­
quisito, a añadir a la expedición de las licencias en vida del concedente, y es que 
se trate de licencia concedida en nombre de la dignidad regia y no sólo bajo el 
nombre del rey que dio La facultad , pues en este ú ltimo caso expiraría con la 

233. Pradicar11m Q11atstion11m, Lib. IV, Quaest. 9, núm. 1, 3 y 6 y Quaesc. 10, n. 10. 
2}4. Consili11m , Consilium 9, n.6. 
235. lilltgationtS, Tertia Allegatio, núm. 6-20. 
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muerte del concedente, mientras no se extinguiría si fue efectuada en nombre de 
la dignidad regia. Pero la sede apostólica oo muere, y lo mismo ocurre en estos su­
puestos, conforme defendía Peláez. En las leyes de Castilla se hablaría siempre de 
las licencias de primogenitura en términos de la d ignidad regia236. 

Sobre el mismo tema de la pervivencia de las gracias, establece una d istinción, 
que dice ser máxima, entre g racia concedida por la palabra fiat y gracia otorgada 
para hacer algo. La diferencia estaría en que mientras las g racias otorgadas con la 
plabra fiat no expiran con la muerte del concedente, las otorgadas ad aliq11id fa­
ciendum sí lo hacen237. Tampoco la dispensa que se dice g racia expiraría con la 
muerte del concedence238. 

¿ Deben recoger las segundas gracias y licencias del príncipe el contenido de 
las primeras ? Es otra cuestión que afecta a la validez de los rescriptos regios, o 
cuando menos a su justicia. Según Guciérrez, la gracia o remisión del homicidio 
impetrado del príncipe debe hacer mención del p rimero, que ha de contener el per­
dón de la parte, pues si de otra manera accúa el príncipe peca morcalmente239. Por 
su parce, la segunda facultad regia para fundar mayorazgo debe hacer mención de 
la primera, pues de lo contrario no valdría240, cosa que también ocurriría, sería 
nula, si la segunda facultad regia para enajenar o hipotecar bienes de mayorazgo 
no hace mención de la primera24 t . 

En cambio, es ya asunto distinto el cerna de si es preciso que en la licencia re­
g ia para inst ituir mayorazgo se recoja de forma expresa el número de hijos, o basta 
que se refieran genéricamente. A su encender, es válida y no subrepticia la facu l­
tad que atiende de manera genérica al número de hijos, porque escas facultades de 
constituir mayorazgo el príncipe está más acostumbrado a hacer en honor del nom­
bre, linaje y familia. Eso sí, siempre con la condición de que a los demás hijos se 
les deje congruos alimeocos242. 

Con la referencia a estos límites, de naturaleza formal, pero que afectaban a la 
validez de los rescriptos, y por consiguiente suponían otro obstáculo al poder ab­
soluto del príncipe, damos por finalizado el análisis que hemos llevado a cabo de 
la doctrina del doctor Gutiérrez sobre el poder del príncipe. Ahora sólo queda con­
cluir, poniendo de relieve una vez más las apariencias contradictorias de sus tesis, 
sobre la condición soberana y por encima de las leyes del príncipe, que no dejaba 
de estar sujeta simultáneamente a numerosas restricciones. Por exigencias sociales, 
por razón del privilegio. 

236. Practirar11m Q11atstion11m, Lib. 11, Quacsc. 74, num l-2. 
237. Canonirar11m Q11atJ1ion11m, Lib. 11, cap. 17, n. 4. 
238. Ibídem, n . 8. 
239. Canonirarum Q11ms1ion11m, Lib. 11, Cap. 15, núm. 86-89. 
240. lbidm1, n. 94. 
241. lbidmt, n. 95. 
242. Ibídem, n. 96. 
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5. A MODO DE CONCLUSIÓN 

No siguió una carrera típica de terrado Juan Guciérrez. Por fortuna, ya que eso 
le permitió dedicarse con ahinco en su larga vida al estudio del derecho, o mejor 
de ambos derechos, civil y canónico, pues en uno y otro se graduó y a los dos de­
dicó sus desvelos doctrinales y de consulenre, compaginando ceoría y práctica, aun­
que en él primó la preocupación práccica. Sus libros fueron muchos, son un au­
téntico compendio del saber jurídico de su tiempo, y le dieron gran prestigio, que 
se extendió fuera de España, donde se editaron sus obras todavía en el siglo XVIll. 
No es injusta su fama, porque podemos considerar al canónigo de Ciudad Rodrigo 
como uno de los juristas más notables del mos italicus tardío en los reinos de Cas­
tilla, que además, por sus numerosas citas, nos sirve de excelente orientación para 
conocer las corrientes doctrinales del ius commune en este territorio durante más de 
cien años, desde 1480 hasta 1620. 

En Gutiérrez no se encuentra un estudio específico sobre el poder del príncipe, 
sea el papa o el rey, aunque el tema está presente de continuo a lo largo de sus es­
critos. Surge ante codo a propósito de la gracia y el privilegio, de las dispensas, 
exenciones, beneficios y licencias, inscrumencos fundamentales en manos del prín­
cipe para la reproducción de la desigualdad jurídica sobre la que reposaba la so­
ciedad señorial y corporativa de la llamada Edad Moderna. Piénsese en su exclu­
siva facultad de crear nobles a parcir de gentes de condición plebeya, pero también 
en las legicimaciones, perdones, cartas de naturaleza y licencias para fundar mayo­
razgos o enajenar bienes de los mismos, por mencionar algunos de los supuestos 
más llamativos. 

¿Es soberano el príncipe? Pese a no enfrentarse directamente con la cuestión, 
en Guciérrez hay sobrados elementos de juicio para decir que así lo consideraba. 
De hecho el placentino habla en ocasiones de soberano, pero en su obra hay más 
referencias a la condición de supremo y majestad, que podemos considerar térmi­
nos equivalences e indicativos de la superioridad e independencia del príncipe. 
Como en él hay alusiones a la exención del imperio y a la equiparación entre el rey 
de Castilla y el emperador, por su no reconocimiento de superior en las cosas tem­
porales. Incluso no falca en sus libros alguna mención de la translatio imperii, desde 
el pueblo hasta el rey, que reforzaría esa idea de independencia y superioridad. Este 
poder soberano y supremo tenía ocasión de manifestarse en los derechos reales o re­
galías, de entre los cuales destaca Guciérrez las facultades de legislar y de privile­
giar, atendiendo menos a la jurisdicción, pese a que en un sentido amplio abarcaba 
a las anteriores. 

¿Es absoluto el príncipe? Tampoco lo afirma de forma expresa, mas como en la 
situación anterior encontramos en sus volúmenes materiales suficientes para poder 
soscener que así lo creía el aucor. De hecho, en varios momentos señala que el prín­
cipe no escá sometido a las leyes, o que escá sobre el derecho. A la misma conclu­
sión llegamos por el empleo reiterado que hace Guciérrez de determinadas cláusu-
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las, indicativas del poder absoluto del príncipe. Al margen de las de mo111 proprio y 
ex rerta srientia, tocantes más bien a la voluntad del príncipe, hallamos las de ex ple­
nitudine potestatis, o de potestate absoluta, contrapuestas a la potestad ordinaria, y asi­
m ismo la cláusula non obstantibus, que como Gutiérrez señala estaba reservada al 
príncipe y se incluía en los rescriptos con la significación de que las disposiciones 
en ellos recogidas eran contra ius, contra el derecho, que para ese caso quedaba de­
rogado. G racias a este poder por encima del derecho el rey podía privilegia.e y dis­
pensar contra lo dispuesto por las leyes. 

Absoluto era el príncipe en la doctrina de Juan G utiérrez, pero también li­
mitado, simu ltáneamence y sin más contradicciones que de pura apariencia. 
Limitado estaba, para empezar, por los ordenamiencos superiores al derecho po­
sitivo, fuera civil o canónico. El rey, o el papa, no podían d ictar leyes y d isposi­
ciones particulares contra el derecho d ivino, el natural y el de gentes, que ampa­
raban el derecho de la iglesia y de los clérigos, del reino y la d ignidad regia, de 
la nobleza, de la familia, de la propiedad, de la sucesión y de los contraeos. Con 
una peculiaridad, que para salvaguardar estos elementos esenciales para la con­
servación de la sociedad señorial se ampliaba el campo de los ordenamientos no 
positivos al t iempo que se estrechaba el ámbito del derecho posit ivo, civil y ca­
nónico. Juan Guciérrez es de los que extiende el espacio del derecho natural y de 
gences frence al civil. 

Los derechos adquiridos o de terceros, los iura quaesita y hasta quaere11da o i11 
spe, donde se concreta el contenido de los ordenamientos no positivos, const ituyen 
otra formulación utilizada para obstaculizar el desarrollo del poder absoluto del 
príncipe. La defensa de los derechos adquiridos, de los derechos de terceros, apa­
rece en Gutiérrez con obst inación, a través de diversos aforismos o axiomas, posi­
t ivos o negativos, pero igualmente en el cuerpo de sus arg umentaciones. Llegará 
a sustentar como uno de estos dichos que en la duda no se presume q ue el pr íncipe 
quiera perjudicar el derecho adquirido por otro. Por orra parte, se ha de destacar 
que en la defensa de estos derechos se valora su antigüedad, La costumbre o privi­
legio inmemorial, como ocurre con los privilegios y libertades de los vizcaínos ori­
ginarios, que son objeto de confirmación por los reyes de Castilla. 

La doctrina de la causa, de la causa justa o de utilidad pública, es en Juan Gu­
riérrez, como en orcos juristas, la verdadera vara de medir el alcance de la potestad 
del príncipe, de su poder absoluto. Sin embargo, debemos apuntar que esca doc­
trina se torna ambivalente, pues si por un lado se dice por el autor que sin justa 
causa el príncipe no puede actuar en contra de los derechos adquiridos, por orro se 
señala con reiteración que con causa justa le cabe al príncipe dictar d isposiciones 
cont ra esos derechos adquiridos, no obstante que deriven de ordenamientos supe­
riores al civil y al canónico. El príncipe en este sencido puede hasta distinguir, in­
terpretar y declarar el derecho divino, si no dispensar en el caso del papa, conforme 
recoge en sus escritos Guriérrez. Al príncipe no se le quieren cerrar las puertas en 
su función de garante y reproductor del privilegio. 
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Otras restricciones al poder absoluto del príncipe, que afectaban a la validez 
de los rescriptos, venían dadas en fin por defectos de voluntad o por problemas de 
forma. Los vicios de voluntad del príncipe, en la causa final e impulsiva de obrar, 
estaban motivados por la falsedad en las preces de los peticionarios, mediante 
obrepción o subrepción, que se pretendía conjurar por el uso de ciertas clásulas, 
una tácita y siempre presumida, si preces veritate nitantur, y otras expresas, motu pro­
prio y ex certa scientia, que indicaban que el príncipe actuaba con conocimiento de 
causa, sabiendo lo que hacía. Los principales problemas de forma se referían a la 
necesidad de la escritura para la prueba judicial de las gracias, al tiempo preciso en 
que se adquiere el beneficio del príncipe, a la pervivencia de las gracias o licencias 
más allá de la muerte del príncipe concedente, al significado de la palabra fiat en 
los rescriptos, o a si deben recoger las segundas gracias y licencias del príncipe el 
contenido de las primeras. 

Absoluciones y límites aparecen pues conjuntamente en Gutiérrez al tratar 
del poder del príncipe. El canónigo de Ciud~d Rodrigo es hombre de su sociedad 
y defiende las ideas imperantes en la misma. Si el príncipe era absoluto y al 
tiempo limitado era por exigencia social, porque para eso estaba puesto el rey, 
para garantizar el orden de privilegio, de desigualdad jurídica, de modo que po­
día contribuir a su reproducción, mediante la concesión de gracias y privilegios, 
así como a su mantenimiento, para lo que confirmaba privilegios y libertades, 
pero no podía proceder a su abolición, eso sería revolucionario. Los privilegios, 
una vez concedidos, y siempre que lo fueran por méritos, servicios o precio, y lo 
eran casi todos, no los podía derogar el rey, porque pasaban a fuerza de contrato 
y entraban en la esfera del derecho natural y de gentes, superior al ordenamiento 
positivo o civil, del que únicamente estaba él desligado. Es doctrina reiteada en 
Guciérrez. Como es constante en el autor la idea de que el rey es protector de la 
nobleza y de la iglesia. 

Además, si cuando actuaba el rey contra los derechos mediante licencias, fa­
cultades, dispensas, exenciones o privilegios se exigía causa para ello, de necesi­
dad pública, no era casualidad que solía estar casi siempre a favor de la propia mo­
narquía, de la iglesia o de la nobleza. Si el rey puede recaudar costosos tributos, 
sean alcabalas o millones, siempre podía justificarse por la causa pública de de­
fensa de la fe. El privilegio de los nobles ·de no ser presos por deudas está también 
justificado por razones de utilidad pública. En motivos de favor público se funda 
asimismo la sucesión y propiedad privilegiada del mayorazgo, para realzar la no­
bleza y el linaje de los fundadores. Pero otro tanto sucede con las exenciones e in­
munidades de la iglesia. Gutiérrez sostiene estos criterios sin la menor vacilación 
por su parte. 

Pero el privilegio, ya en sí mismo desigualitario, convive con la discrimina­
ción, que no sólo tolera sino que justifica el autor, como la inmensa mayoría de los 
juristas de su tiempo. Discriminación que unas veces es de cariz religioso, en con-
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era de sarracenos y judios243, y otras afecta al sexo, en menosprecio de la mujer244, 
pero no deja tampoco de referirse a la condición social y al crabajo245. Cierto que, 
en contrapartida, es más benigno con el mundo de las letras, puesto que recoge el 
dicho de los sabios antiguos, según el cual la sabiduría de los doctores es otra ma­
nera de caballerfa246, que se traducía en una nueva sentencia, los privilegios de los 
caballeros se extienden a los doccores247. De hecho, como Gutierrez refleja, los ma­
estros, doctores y licenciados, g raduados en las Universidades de Salamanca, Va­
lladolid, Alcalá y Bolonia gozaban del privilegio de exención de tributos248. Hasta 
los escolares salmantinos tenían el privilegio de acudir anee el Maestrescuela para 
convenir a sus deudores civiles249. 

Eran los valores de su época, si bien, haciendo un balance de la doctrina sobre 
el poder del príncipe en el doctor Gutiérrez, hemos de indicar que sobresalen los 
esfuerzos del placentino por limitar el poder absoluto y defender los derechos ad­
quiridos o de terceros. No es un crítico con el poder absoluto del príncipe, no niega 
que el rey o el papa estén por encima del derecho positivo, como necesario para la 
pervivencia del privilegio, pero acentúa su sujección respecto a los derechos divino, 

243. Según sotiene Gutiérrez el rey puede conceder encomiendas y hábitos de órdenes militares a 
nobles dativos, hechos por privilegio, mientras no sean sarracenos o judío.s, o descendientes de ellos. En 
Practicarum QUMJtion11m, Lib. [V, Quaest. 7, núm. 10 y 21. 

244. Por mucho que se pretenda encubrir, como ocurriría con la norma de la licencia marital para 
que puedan contraer las mujeres, que habría s ido incroducida no en favor del marido sino de la mujer, por 
la imbeci lidad o fragilidad de ésta, a fin de que no sea engañada con faci lidad. Reza así en su lireralidd la­
tina: S1a111111m de praesta11da licmtia a viro 11111/ieri ad contrahendum, 11ed11m e.st i11trod11ct11m fawre mariti, std et 
ipsi111 11xorir propter ipsi11.s imb«ilitatem, tt 11e fadlitate tkcipia111r. En De i11ramm110 .-011ftmuztorio, Pare. I, cap. l, 
n. 49. Pero en ocras ocasiones no llega a encubrirse, como si fuera obvia La preferencia de la naturaleza por 
el varón frence a la mujer, dada la mayor perfección del primero. He aquí su cexco: Natura potius indi11at11r 
ad id quod perftcti111 tSI, tt sic ad nuzsr11/or11m procreationem quam fom1inar11111. Y eso a pesar de que los médicos 
no podrían determinar anees del parco si el nacido sería varón o mujer: A11amm impossihili1 e.sr stc1md11n111a­
t11ram, ttiam ex Mtdirorum judirio, a11 par111s vm1ri1, ant«¡11a1t1 in l11ctm prrxleat, lit masc11/111 ve/ foemi11a. Lo re­
coge en Praaicarum Q11at1tio1111m, Lib. 2,Quaesc. 87, núm. 2-3. 

245. Compárese el distinto traro que da a nobles y labradores en sus respectivos privilegios de no 
ser presos por deudas civiles. Si en el caso de los nobles ve este privilegio como irrenunciable y justificado 
por causa de utilidad pública, que no privada, en el supuesto de los labradores, y sólo para el tiempo de co­
secha y semencera, de julio a diciembre, afi rma que debe ser interpretado estriccamemce, para que no se 
perjudique el derecho de terceros acreedores. Para los labradores, Practicar11111 Q11aesrio11u111, Lib. IV, Quaest. 
56, n. 4. Para los nobles, De i11rame11to conftm14torio, Parr.I , cap. 16. n. 57. Por otro lado, cambién considera 
que si los nobles desempeñan oficios viles no deben gozar de los privilegios nobi liarios, por público decoro 
de la propia dignidad. En Practicar11m Q11ae.stion11m, Lib. l, Quaesr. 137, núm. 21 -22. 

246. Practicar11m Q11aestion11m, Lib. [, Quaest. 21, n. 2. 
247. Practicarum Q11ae.stio1111m, Lib. rv, Quest. 16, n. 5. Y de los doctores pasarían a los licenciados, 

pues según ocro decir, sustcnrado por Palacios Rubios, el licenciado se equipara en las cosas favorables al 
docror y así goza del privilegio concedido a los doctores. En De i11rame1110, cap. 6, n. 7. 

248. Aunque él, atendiendo a la costumbre y pránica del reino, es parcidario de restringir la exen­
cion a los graduados de esas Universidades que in act11 leyeran y enseñaran o desempeñaran un oficio de 
juez y de abogado. En Practicamm Q11aes1ion11m, Lib. I, Quaesc. 21 y 22. 

249. Practicarum Q11aestio1111m, Lib. lII y IV, Quaest. 9, n. 3. 
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natural y de gentes, con lo que se alejaba el príncipe de la condición de tirano. Por 
razón natural, asegura, se ha de administrar la justicia por cualquier príncipe, ya 
que de otra manera el príncipe sería tirano si no diera su derecho a cada uno250. In­
cluso en alguna oportunidad, a la hora de establecer cortapisas al poder del rey, va 
más allá de lo que decía su maestro Antonio de Padilla y de lo que se hacía en la 
práctica25 t, aunque no siempre se atrevía a proponerlo abiertamence252. 

250. Ctmo11icarum Q11atJtio1111m, Lib. 11, cap. 16, n. 5. 
251. Se erara en concreto del valor de la cláusula 11011 obs1a111ibus, si vale como rnl general o es pre­

ciso que el príncipe haga mención expresa de la ley, escaruco o capículo que quiere derogar. Para Amonio 
de Padilla se requería que se dijera 11011 obsta11tt aliqua ltge, no embargante cualquier ley que vaya en con­
trario, ya que esas eran las palabras que entonces se ponían por el rey cuando usaba de esca cláusula. Gu­
ciérrez, de modo d istinto, establece hasta seis limitaciones a esca que llama común scnrencia, de modo que 
exigirían expresa mención del precepto o derecho derogado. En Repetitio11u Sv:, Repet. L Nemo pocesc, 
núm. 157- 178. La mención de A. de Padilla se encuentra en el n. 162. 

252. Más receloso se muescra en efecto, aunque con scmejance intención de acorar el poder del prín­
c ipe, en el supuesco de la venta de honras por parre del rey, que al sentir de Soco debería llevar consigo dos 
condiciones: que no implicase función de justicia y que no fuera en perjuicio de ocro. Aunque él, el doc­
tor Guciérrez, no sabe si esto se admire en la prácrica, como por csco se ve derogar la l!bre pocescad conce­
dida al rey por el derecho. Me referí a esce supuesto en nota 53. 
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